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En un Estado democrático es necesario garantizar el cumplimiento de la ley y el 
respeto absoluto de los derechos fundamentales. Adoptar estos paradigmas no ha 
sido fácil, debido a que han implicado conflictos entre sí. Tal es la situación que 
enfrenta el Estado mexicano con las constantes violaciones a los derechos humanos 
por parte de servidores públicos. 
Estas situaciones suelen presentarse en el proceso de impartición de justicia 
(principalmente en la procuración de justicia), donde elementos policiales, agencias 
del ministerio público y servicios periciales incurren desde una omisión de una 
garantía hasta participar en el delito de alguna violación de los derechos de las 
personas.  
La procuración de justicia es un deber del Estado consagrado en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que establece una serie de derechos 
para la impartición de justicia. Sin embargo, México es parte de los organismos 
internacionales en materia de derechos humanos tanto del sistema universal como 
del sistema interamericano.  
Su participación ha contribuido al fortalecimiento del sistema procesal mexicano. 
Ante esto, las víctimas tienen el derecho a que su caso sea llevado ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos como primer paso, siempre y cuando hayan 
agotado los recursos internos o los supuestos establecidos en las convenciones, 
respetando de esta manera, la soberanía del Estado y los derechos de las personas. 
Durante este proceso, cuando el caso es admisible ante la CIDH, se puede 
establecer en cualquier momento, un acuerdo de solución amistosa. Donde ambas 
partes, establecen una serie de compromisos referentes a la manera en que el 
Estado debe de subsanar los derechos violados de las víctimas así como erradicar 
las prácticas de estas acciones como es el caso de la tortura y desaparición forzada.  
En caso de incumplimiento, las víctimas podrán cancelar este acuerdo y solicitar a la 
Comisión que su caso se ha llevado ante la Corte Interamericana. Cabe mencionar 
que, la participación de las organizaciones no gubernamentales ayudan el proceso 





In a democratic State is necessary to ensure compliance with the law and the 
absolute respect for human rights. Adopt these paradigms not has been easy, since 
have involved conflicts between themselves. Such is the situation faced by the 
mexican State in the constant violations of human rights by public servants. 
These situations often arise in the process of implementation of the law (principally in 
the procurement of justice), where elements police, agencies of Ministry Public and 
services expert incur from an omission of a warranty to participate in the crime of any 
violation of them rights of the people. 
The procurement of justice is a duty of the State enshrined in the Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, which establishes a series of rights for the 
provision of the law. However, México is part of the international agencies in the field 
of human rights both of the universal system as in the inter-American system. 
Their participation has contributed the strengthening of the Mexican justice system. 
As a result, victims have the right that his case be brought before the Inter-American 
Commission on Human Rights as a first step, always and when they have exhausted 
domestic remedies or the assumptions established in the conventions, respecting this 
way, the sovereignty of the State and the rights of the people. 
During this process, when is the case admissible before the IACHR, can be set at any 
time, a friendly settlement agreement. Where both parties, establishing a series of 
commitments concerning the way in which the State must correct the violated rights 
of the victims as well as to eradicate the practices of these actions as in the case of 
torture and enforced disappearance. 
In case of non-compliance, victims may cancel this agreement and ask the 
Commission that his case has been brought to the Inter-American Court. It is worth 
mentioning that the participation of non-governmental organizations to help the 





Los Derechos Humanos son consecuencia de la dignidad intrínseca al ser humano. 
En donde la finalidad es preservar una esfera de libertad que nos protege del poder 
del Estado y son disfrutados por todos sin distinciones. De ahí que, la sistematización 
de los Derechos Humanos a través de documentos legales del derecho internacional 
y nacional como son en Convenciones, Pactos, Acuerdos o Declaraciones, 
Constituciones y leyes, representan el compromiso de los distintos Estados por 
reconocer y garantizar los derechos de sus ciudadanos. 
En caso de incumplimiento se someterá a una instancia a nivel nacional 
estableciendo responsabilidad por violación de derechos humanos. Sin embargo, 
algunos casos se llevarán a instancian internacionales cuando estas agoten sus 
recursos internos o cuando lo prevea la ley.  
En México, los Derechos Humanos se establecieron en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, con la reforma del 10 de junio de 2011 se 
modificó la denominación del Capítulo I por la de Derechos Humanos y sus 
Garantías. Además, se incorporó el reconocimiento del goce de estos derechos 
recogidos en tratados internacionales adoptados por el Estado mexicano, así como 
las garantías para su protección. 
Destaca que en el artículo 1º, párrafo segundo, se constituyó un enunciado de 
interpretación de tales derechos mencionando que: Las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretaran de conformidad con esta Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
1917). En este párrafo se incorpora la interpretación de las normas relativas a 
derechos humanos bajo el principio pro persona. 
Igualmente, se consagró a nivel constitucional la obligación del Estado de respetar y 
garantizar los derechos, a través del artículo 21, párrafo VIII de la Constitución, la 
cual establece como derecho fundamental la seguridad pública: 
… es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los 




investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de 
las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las 
respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de 
las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. (Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917) 
Entorno a este derecho, no solo se limita en la prevención sino que, incluye la 
persecución e investigación de los delitos cometidos. Es decir, la prevención del 
delito, la procuración, administración y ejecución de sanciones que conlleva. 
Referente a lo anterior se justifica el planteamiento a la problemática siguiente 
¿Cómo contribuir en la procuración de justicia en la violación de los Derechos 
Humanos del caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la Comisión 
Interamericana de los Derechos Humanos, que permita la disminución de la 
impunidad en materia de tortura y desaparición forzada? 
Se precisa entonces como objeto de estudio la procuración de justicia en las 
violaciones de los derechos humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón. 
Constituyen como preguntas de investigación las siguientes: 
1. ¿Cuáles han sido los acontecimientos históricos respecto a la procuración de 
justicia en la violación de los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila 
Mondragón? 
2. ¿Qué referentes teóricos existen sobre la procuración de justicia en la violación de 
los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón? 
3. ¿Qué metodología debe tener la investigación respecto a la procuración de justicia 
en la violación de los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila 
Mondragón? 
4. ¿Cómo se aplica actualmente la procuración de justicia en la violación de los 
Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la 




5. ¿Qué acciones se deben aplicar para lograr la correcta procuración de justicia en 
la violación de los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón? 
Para contribuir a la solución del problema planteado, se establece como objetivo 
general de la investigación: La elaboración de un conjunto de recomendaciones 
jurídicas sobre la procuración de justicia en la violación de los Derechos Humanos en 
el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, en trámite ante la Comisión Interamericana de 
los Derechos Humanos. 
Como objetivos específicos los siguientes: 
1. Examinar los acontecimientos históricos que se han aplicado en la procuración de 
justicia en la violación de los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila 
Mondragón. 
2. Analizar los referentes teóricos sobre la procuración de justicia en la violación de 
los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón. 
3. Identificar los métodos y técnicas de investigación. 
4. Diagnosticar la situación actual de la procuración de justicia del Caso. 12.287 Cruz 
Ávila Mondragón en trámite ante la Comisión Interamericana de los Derechos 
Humanos. 
5. Determinar las acciones que debe tener la procuración de justicia en la violación 
de los Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón. 
La investigación está estructurada en cinco capítulos que se describen a 
continuación: 
En el Capítulo primero, se abordaron los precedentes históricos sobre la procuración 
de justicia en materia de Derechos Humanos y en particular del caso 12.287 Cruz 
Ávila Mondragón en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante Comisión Interamericana o por sus siglas CIDH), donde se examinó en 
el ámbito internacional y nacional el surgimiento de la procuración en la defensa de 
los derechos humanos y los antecedentes del caso. 
Con respecto al Capítulo segundo, se analizaron los referentes teóricos sobre la 
procuración de justicia en materia de derechos humanos donde se desarrolló la 




el sistema interamericano. Así como, las violaciones de los derechos humanos en el 
caso antes citado. 
En el Capítulo tercero comprende el marco metodológico, se identificaron los 
métodos y las técnicas que se utilizaran para el desarrollo de la investigación en la 
procuración de justicia en la violación de los derechos humanos en el caso 12.287 
Cruz Ávila Mondragón. Desde la perspectiva del paradigma mixto (cuantitativo-
cualitativo). 
Por otra parte, el Capítulo cuarto es referente a la situación actual sobre la 
procuración de justicia en las violaciones de los derechos humanos del caso antes 
mencionado. Donde se estudiara a partir de los datos estadísticos de la Comisión 
Interamericana así como los reportes de los Censos Nacionales por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía durante los años 2014-2015. 
Finalmente, el Capítulo quinto refiere la presentación de resultados de los 
instrumentos de la investigación. Así como las sugerencias de acuerdo a lo 
establecido en el objetivo general de la investigación: La elaboración de un conjunto 
de recomendaciones jurídicas sobre la procuración de justicia en la violación de los 
Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, en trámite ante la 














PRECEDENTES HISTÓRICOS SOBRE LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN LA 
VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 
En el presente capítulo se examinarán los momentos históricos que dieron origen a 
la normatividad de los Derechos Humanos, así como el objetivo principal de los 
instrumentos jurídicos y la necesidad de la figura de un Procurador. Asimismo, se 
identificarán las épocas del surgimiento del Procurador en diversas etapas, tanto en 
el ámbito nivel nacional como internacional.  
Posteriormente, se desarrollarán los antecedentes de la procuración de justicia del 
Caso 124.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la Comisión Interamericana de 
los Derechos Humanos. Además, se describirán los antecedentes de las principales 
violaciones a los Derechos Humanos del caso antes citado, las cuales son la 
Desaparición Forzada, la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos y Degradantes. 
1.1 Antecedentes Internacionales de los Derechos Humanos y la Procuración 
de Justicia 
Los intentos de establecer los Derechos Humanos en las grandes civilizaciones de la 
historia forjaron precedentes en la creación de organismos internacionales para la 
defensa de estos derechos. Asimismo, una serie de instrumentos jurídicos que 
permitieron establecer principios y derechos rectores para la vida cotidiana del ser 
humano.  
La procuración de justicia, surge como consecuencia de las constantes violaciones a 
los Derechos Humanos, momentos que, contribuyeron al fortalecimiento de 
instrumentos jurídicos tanto nacionales como internacionales. Sin embargo, pese a 
los avances jurídicos en defensa de los derechos humanos, los crímenes de 
desaparición forzada y tortura siguen presentándose en diferentes partes del mundo. 
En México, ha sido una de las problemáticas en los siglos XX y XXI. Como es el caso 
12.287 Cruz Ávila Mondragón, el cual forma un precedente de las constantes 




Problemática que, se delimita en los errores de la procuración de justicia a nivel de la 
investigaciones ministeriales. 
1.1.1 Momentos claves del surgimiento de los Derechos Humanos 
El Cilindro de Ciro (539 a. C.) 
En el año 539 a. C., los ejércitos de Ciro el Grande, el primer rey de la Persia 
antigua, conquistaron la ciudad de Babilonia, donde liberó a los esclavos, declaró 
que todas las personas tenían el derecho a escoger su propia religión y estableció la 
igualdad racial. Estos y otros decretos fueron grabados en un cilindro de barro cocido 
en lenguaje acadio con escritura cuneiforme. 
Conocido hoy el Cilindro de Ciro como el primer documento de los derechos 
humanos en el mundo. Está traducido en los seis idiomas oficiales de las Naciones 
Unidas y sus disposiciones son análogas a los primeros cuatro artículos de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos. (Departamento de Información Pública 
de las Naciones Unidas, 2015) 
La Difusión de los Derechos Humanos 
Desde Babilonia, la idea de los derechos humanos se difundió rápidamente por la 
India, Grecia y por último a Roma. Es aquí, donde surge el concepto de ley natural o 
ius natural, donde la ley romana se basaba en ideas racionales derivadas de la 
naturaleza de las cosas. 
En Roma cuya fundación trascendente es el Derecho, se recibió la 
influencia del estoicismo y esta es muy clara en la filosofía y la 
jurisprudencia romana. El Derecho Romano tuvo una división que recogía 
la herencia griega con el ius naturale, el ius gentium y el ius civile. Los 
romanos llegaron entonces a la idea de comunidad universal y a extender 
la ciudadanía. (Erwin, 2004, p. 12) 
Se entiende que de las mayores aportaciones de la civilización Romana, fue el 
establecimiento de un sistema jurídico, sin olvidar que muchos de los pensamientos y 




Quienes tendían a la creencia platónica de que todo hombre vive en la sociedad que 
merece. 
Las doce tablas las explica de una gran manera Alejandra Verlussconni La 
Ley de las Doce Tablas (Lex Duodecim Tabularum), es el más antiguo 
Código de Derecho Romano. Fue redactado entre los años 451 y 450 
a.C., y tomó como fuente el Derecho oral existente en aquel momento. 
Sus autores fueron 10 magistrados denominados decenviros, y se 
inscribió sobre tablas de bronce o madera que fueron colocadas en el 
principal foro romano. (Derecho Romano, 2015) 
Dicho código de derecho romano, nace con la idea de reunir varias normativas de la 
época en un solo cuerpo legal, de la misma manera se publica este código con el fin 
de que la población completa entienda lo que se está legislando en el momento. Sin 
embargo el aporte principal de las Doce Tablas al desarrollo de los Derechos 
Humanos, fue lo relativo a la protección del patrimonio en general debido a que 
dichas leyes fueron impulsadas por los Patricios. 
La Carta Magna 
En 1215, después de que el rey Juan de Inglaterra violara un número de leyes y 
tradiciones antiguas con que se había gobernado Inglaterra, sus súbditos lo forzaron 
a firmar la Carta Magna, la cual enumera lo que después vino a ser considerado 
como los derechos humanos. (Martínez Turcio & Burgos Fetzer, 2008, p. 25) 
Entre ellos estaba el derecho de la iglesia a estar libre de la intervención 
del gobierno, los derechos de todos los ciudadanos libres a poseer y 
heredar propiedades y que se les protegiera de impuestos excesivos. 
Estableció el derecho de las viudas que poseían propiedades para decidir 
no volver a casarse, y establece principios de garantías legales e igualdad 
ante la ley. También contenía disposiciones que prohibían el soborno y la 
mala conducta de los funcionarios. (Pacheco Gómez, 2000, p. 21) 
Considerada ampliamente como uno de los documentos legales más importantes en 
el desarrollo de la democracia moderna, la Carta Magna fue un punto de cambio 




más significativa que condujo a la ley constitucional actual en el mundo de habla 
inglesa. 
1.1.2 Los Derechos Humanos en los inicios del Estado Constitucional 
En los siglos XVII y XVIII, surge el movimiento de la constitucionalización de los 
derechos, específicamente entre la transición del Estado Absolutista al Estado 
Constitucional. Debido a que, se caracterizó por la concentración de poder en los 
elementos de territorio, orden jurídico y soberanía.  
Si ya antes de los siglos XVII y XVIII se había producido una cierta 
intuición acerca de lo que entonces iban a ser considerados como 
derechos naturales, lo que aún no se había hecho era ni una 
sistematización, ni una fundamentación  abstracta (ajena a coyunturas 
históricas), ni sobre toda una utilización realmente operativa de estos 
derechos desde un punto de vista estrictamente jurídico, habida cuenta de 
que se había hecho uso de estos derechos básicamente desde los 
campos exclusivos de la Teología o la Filosofía, con escasas 
repercusiones prácticas en los ámbitos del Derecho y de la Política. 
(Santamaría Ibeas, 2001, p. 8) 
Los Derechos Humanos comienzan a tener interés para el derecho entre los  siglos 
XVII y XVIII, la cual subyacen los precedentes sobre la posición de los individuos 
frente al Estado de manera jurídica. Asimismo, hicieron entrar en crisis este modelo 
para construir al Estado de derecho.  
1.1.2.1 El Estado Absolutista al Estado Constitucional 
La historia de los Derechos Humanos está ligada al surgimiento de esta forma de 
gobierno. “El Estado constitucional surge como respuesta a los excesos del Estado 
absolutista que se consolida en Europa durante el siglo XV y al descontento de su 
población” (Perry, 2002, p. 11). En términos generales, la opresión que existió en 
esta época, era necesario un cambio en la forma de organización del poder y como 




El surgimiento del constitucionalismo moderno se debe al pensamiento de la 
Ilustración y al cambio de paradigma que dicho pensamiento introduce respecto al 
papel del Estado y al lugar de las personas dentro de la organización estatal. 
(Carbonell, 2005, p. 31) Es entonces que, el surgimiento del constitucionalismo se 
debe al pensamiento de la ilustración y al cambio que este originó respecto al papel  
del Estado y al lugar de las personas dentro de la organización estatal. 
La defensa de la persona frente al Estado “se produce al inicio del constitucionalismo 
como en la forma de controlar el poder y con el fin de preservar la libertad” 
(Carbonell, 2005, p. 35). Para ello es necesario que cada Estado contemple una 
regulación básica y unitaria, como lo es una Constitución de manera escrita. “El tener 
un texto supremo de carácter escrito es una novedad histórica que aporta el siglo 
XVIII y que no existía durante el feudalismo” (Matteucci, 1998, p. 25). Debido a que, 
se regía por normas consuetudinarias, es decir aquellas leyes que establecían a 
través de la práctica constante.   
1.1.2.2 Principales textos sobre la protección de los Derechos Humanos 
antes del constitucionalismo 
Como precedente del Estado constitucional sobresalieron textos jurídicos que 
contemplaban los inicios de la protección de los Derechos Humanos. Entre los textos  
principales sobre la protección de estos Derechos, son el Cuerpo de Libertades de 
Massachusetts y la Petición del Derecho. Cabe resaltar que, esta regulación  
1.1.2.2.1 La Petición del Derecho (1628) 
En 1628 surge este documento, en la cual se enumeran una serie de derechos 
personales e individuales y de carácter patrimonial. Dicho instrumento plasma 
facultades en la legislación y por ende “crea un avance de gran importancia en el 
camino de cimentar la creación de los derechos humanos” (Amnistía Internacional, 
2015).  La Petición del Derecho, es producto de las continuas luchas entre la Corona, 
el rey Carlos I, y el Parlamento, por Sir Edward Coke líder de la resistencia del 
Parlamento. Se basó en estatutos y documentos oficiales anteriores y hace valer 





1. No se podrá recaudar ningún impuesto sin el consentimiento del 
Parlamento. 
2. No se puede encarcelar a ningún súbdito sin una causa probada 
(reafirmación del derecho de habeas corpus, del latín, "que tengas el 
cuerpo”, derecho que determinaba un plazo límite para resolver si se 
arresta a un detenido. 
3. A ningún soldado se le puede acuartelar con los ciudadanos. 
4. No puede usarse la ley marcial en tiempos de paz.  (Petition of Rights, 
1628) 
El contenido de la petición presenta diversos aspectos, que pueden considerarse 
como originales dentro de la historia de los documentos de derechos fundamentales. 
En estos principios se mezclan distintos tipos de peticiones. En primer lugar la que 
tiene que ver con el papel del Parlamento en la aprobación de los impuestos. En 
segundo lugar, se incluyen aspectos relacionados con la seguridad y libertades 
personales. 
1.1.2.2.2 Cuerpo de Libertades de Massachusetts (1641) 
Es un texto que considera principios básicos de la organización moderna del Estado, 
como el principio de legalidad, el de no discriminación, la libertad de trabajo, la 
necesidad de indemnizar en caso de expropiación, el derecho a ser defendido por un 
abogado en una causa penal. Incluso el derecho de acceso a la información pública 
gubernamental. Cabe destacar que, la primera parte de este texto establecía el 
principio de legalidad y otros derechos al señalar que: 
No se quitara la vida a ningún hombre, ni el honor en el buen nombre de 
un hombre será difamado; nadie será arrestado, reprimido, desterrado, 
desmembrado, ni castigado de cualquier forma; nadie será privado de su 
mujer o hijos; ni los bienes ni las propiedades de nadie serán confiscadas; 
ni se verá perjudicado de cualquier otro modo por la ley, o por actos de la 
Autoridad, a menos que sea así en virtud de alguna ley expresa del país 




publicada, o en caso de carencia de una ley para el caso concreto por la 
palabra de Dios. (Grau, 2009, p. 241) 
De lo anterior, es preciso señalar que varios de los derechos antes mencionados se 
encuentran establecidos en las Constituciones y/o Declaraciones de hoy en día. Sin 
embargo, es relevante la protección por actos de Autoridades, así como la 
administración y procuración de justicia a todo hombre de manera universal.  
1.1.2.3 Principales textos normativos de los Derechos Humanos en el marco 
constitucional 
Durante el Estado Constitucional, se crearon diversos documentos jurídicos entre los 
cuales destacan la Declaración de los Derechos del Hombre y de los Ciudadanos  y  
la Carta de Derechos de los Estados Unidos. Textos jurídicos que representan los 
inicios constitucionales de un Estado. 
En este sentido, el estudio de estos ordenamientos simbolizan los ideales en el 
movimiento de la Revolución Francesa y en la constitución de los derechos 
fundamentales de los Estados Unidos. De igual manera, asentó las bases jurídicas 
en la protección y defensa de estos derechos. 
1.1.2.3.1 La Declaración de los Derechos del Hombre y de los Ciudadanos 
(1789) 
En 1789, el pueblo de Francia abolió la monarquía absoluta y creó la plataforma para 
el establecimiento de la primera República Francesa. “La Asamblea Nacional 
Constituyente adoptó la Declaración de los Derechos del Hombre y de los 
Ciudadanos como el primer paso para escribir la constitución de la Republica de 
Francia” (Martínez Turcio & Burgos Fetzer, 2008, p. 16). Porque suponía que un 
nuevo orden politico y social de normas generales y formales se transformaría en 
una organización vital en las relaciones sociales. 
La Declaración proclama que a todos los ciudadanos se les deben garantizar los 
derechos de libertad de propiedad, seguridad y resistencia a la opresión. Argumenta 
que la necesidad de la ley se deriva del hecho de que “el ejercicio de los derechos 




miembros de la misma sociedad el goce de estos mismos derechos” (Declaración de 
los Derechos del Hombre y de los Ciudadanos, 1789). 
Por lo tanto, la Ley es como una expresión de la voluntad general, destinada a 
promocionar esta equidad de derechos y prohibir sólo acciones perjudiciales para la 
sociedad. Cabe mencionar que, esta Declaración solo garantizaba tres derechos 
referentes a la propiedad, seguridad y resistencia a la opresión. Debido al suceso de 
la revolución que se suscitaba en esa época, ya que eran los derechos que no se 
habían contemplado.  
1.1.2.3.2 La Carta de Derechos de los Estados Unidos de Norte América (1791) 
El título de este rubro se refiere a la Constitución nacional escrita más antigua en uso 
y define los organismos principales del gobierno y sus jurisdicciones, y los derechos 
básicos de los ciudadanos. “Las primeras diez enmiendas a la Constitución (la Carta 
de Derechos), entraron en vigor el 15 de diciembre de 1791” (National Archives, 
2015). La cual limito los poderes del gobierno federal de Estados Unidos y 
protegieron los derechos de todos los ciudadanos, residentes y visitantes en territorio 
estadounidense. 
 La Carta de Derechos protege la libertad de expresión, la libertad religiosa, el 
derecho de tener y portar armas, el derecho de reunirse y la libertad de petición. 
También prohíbe la búsqueda e incautación irrazonable, el castigo cruel e inusual y 
la autoincriminación obligada. Entre las protecciones legales que brinda, la 
Declaración de Derechos le prohíbe al Congreso pasar ninguna ley respecto al 
establecimiento de religión y le prohíbe al gobierno federal privar a cualquier persona 
de la vida, libertad o propiedad sin el debido proceso legal. 
En casos criminales federales se requiere de una acusación por un gran jurado, por 
cualquier delito capital, o crimen reprobable, garantiza un juicio público rápido con un 
jurado imparcial en el distrito en el cual ocurrió el crimen y prohíbe el doble 
enjuiciamiento. Esta Declaración establece los primeros precedentes de las garantías 
y principios del debido proceso. Como son la el acceso a los tribunales de justicia, a 




al principio non bis in ídem, que significa que una persona no puede ser juzgada dos 
veces por los mismos hecho. 
De lo anterior, esta Carta recoge un concepto clave en la historia de los derechos 
fundamentales: el debido proceso legal. De ahí que, han permitido a la Corte 
Suprema de Estados Unidos a desarrollar jurisprudencia de como tutelar este 
derecho. En México, este derecho tiene similitud con lo establecido en el segundo 
párrafo del artículo 14 constitucional, donde refiere a las formalidades esenciales del 
procedimiento, y en el primer párrafo del artículo 16, en cuanto prevé los requisitos 
que debe reunir un acto de autoridad para ser constitucionalmente válido. 
1.1.3 Surgimiento del Sistema Universal de los Derechos Humanos 
Como precedente del surgimiento del Sistema Universal de los Derechos Humanos 
tenemos la Segunda Guerra Mundial. Este conflicto armado fue el causante de la 
creación  de un sistema universal para la protección del ser humano. Debido a que, 
hubo una serie sucesos en la que la sociedad fue víctima de múltiples agresiones a 
sus derechos, la cual la comunidad internacional tuvo la necesidad de intervenir, 
creando así este sistema. 
La Segunda Guerra Mundial se había librado violentamente de 1939 a 
1945, y al aproximarse el fin, las ciudades de toda Europa y Asia yacían 
en ruinas humeantes. Millones de personas murieron, millones más 
quedaron sin hogar o morían de hambre. Las fuerzas rusas se acercaban, 
rodeando los restos de la resistencia alemana en la bombardeada capital 
de Alemania, Berlín. En el Pacífico, los infantes de Marina de Estados 
Unidos todavía estaban luchando con las fuerzas japonesas atrincheradas 
en islas como Okinawa. (Erwin, 2004, p. 20) 
En respuesta a la problemática anterior, en abril de 1945, delegados de cincuenta 
naciones se reunieron en San Francisco, con el objetivo de crear un organismo 
internacional denominado la Organización de las Naciones Unidas, con el fin de 
promover la paz y evitar guerras futuras. De igual manera, se procede a crear una 
serie de instrumentos con la finalidad de proteger los derechos de todas las 




1.1.3.1 Declaración Universal de los Derechos Humanos 
El Acta Constitutiva de la nueva organización de las Naciones Unidas entró en vigor 
el 24 de octubre de 1945. Los ideales de la organización se establecieron en el 
preámbulo al Acta Constitutiva que propusieron: “Nosotros, la gente de las Naciones 
Unidas, estamos decididos a proteger a las generaciones venideras del azote de la 
guerra, la cual dos veces en nuestra vida ha producido un sufrimiento incalculable a 
la humanidad”. (Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948) 
La filosofía de los derechos humanos comenzó con la Ilustración, en el Contrato 
Social de Rousseau, en la que buscaba una forma de asociación, en la cual “cada 
uno, uniéndose a todos, no obedezca sino a sí mismo y permanezca tan libre como 
antes” (Rousseau, 1999, p. 21). Esta obra tuvo gran impacto en la sociedad, debido a 
que proyecta principalmente la libertad e igualdad de los hombres bajo un Estado 
instituido por medio de un contrato social. 
Este contrato social describe la forma de gobierno actual del Estado mexicano en 
cuanto al ejercicio de la democracia y la soberanía que residía solo en el pueblo, lo 
que el autor denominaba voluntad general. Estos ideales ejercieron posteriormente 
una acción decisiva en la evolución del pensamiento político y moral, tal es el caso 
del movimiento de la Revolución Francesa en el que adoptó el lema de inspiración de 
Rousseau: Igualdad, Libertad y Fraternidad. 
En este sentido, el texto de la Declaración Universal de Derechos Humanos (en 
adelante Declaración Universal) de 1948 está inspirado en el texto de la Declaración 
de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. Luego de los horrores de la 
Segunda Guerra Mundial, la comunidad internacional decidió bosquejar una carta de 
derechos que afirmara los valores defendidos en la lucha contra el fascismo y el 
nazismo.  
Cabe mencionar que, el fascismo (en Italia) y nazismo (en Alemania) son ideologías 
y movimientos políticos que representaban la misma línea autoritaria con líderes de 
una ideología totalitaria, política excluyente y militarización de la sociedad. En este 
sentido,  el pueblo y la raza fueron factores fundamentales, por el cual se rechazaban 




un orden jurídico internacional y se pronunciaron contra las organizaciones 
internacionales, negando principios como el de la solución pacífica de controversias y 
la inviolabilidad de los tratados.  
La Constitución de dicha carta fue hecha en un comité presidido por Eleanor 
Roosvelt (diplomática y defensora estadounidense por los derechos humanos así 
como primera dama del presidente de los Estados Unidos Franklin Delano 
Roosevelt) y compuesto por miembros de 18 países. “La Carta fue redactada por el 
canadiense John Peters Humphrey y revisada luego por el francés René Cassin” 
(Pigrau Solé, 2009, p. 21). El texto final es pragmático, resultado de numerosos 
consensos políticos, de manera tal que pudiera ganar una amplia aprobación. 
1.1.3.2 Los Pactos Internacionales de Derechos Humanos 
Los Pactos de Nueva York o Pactos Internacionales de Derechos Humanos son dos 
tratados internacionales sobre derechos humanos adoptados en por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. “El Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. El 
primero entró en vigor el 23 de marzo de 1976; el segundo, el 3 de enero de 1976” 
(Sepúlveda, 2006, p. 529). 
Desde la aprobación de la Declaración Universal se estableció la necesidad de un 
tratado internacional que completase y diera un valor jurídico plenamente vinculante 
a los derechos reconocidos en ella. Enseguida la Comisión de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas emprendió la tarea de la elaboración del Pacto, que resultó 
sumamente ardua y complicada debido a la confrontación internacional de la Guerra 
Fría. (García Sanz & Acebal Monfort, 2009, p. 63) 
Finalmente, ante tal conflicto, se enviaron dos instrumentos diferenciados, uno 
consagrado a los derechos civiles y políticos y otro a los derechos económicos, 
sociales y culturales, por consiguiente produjo indivisibilidad e interdependencia de 
todos los derechos humanos. Los proyectos de Pacto fueron presentados a la 
Asamblea General para el debate en 1954, no siendo aprobados hasta 1966 y  
entrarían en vigor en 1976, cuando fueron 35 Estados los que ratificaron o se 




1.1.4 Surgimiento de los Sistemas Regionales de los Derechos Humanos 
Los sistemas regionales surgen después de los mecanismos de protección 
establecidos en el sistema universal de los Derechos Humanos. Mediante el cual, 
estos sistemas desarrollaron una serie de instrumentos internacionales. Asimismo,  
se dividen en tres regiones, las cuales son: el sistema regional europeo, 
interamericano y africano. Todos ellos incluyen en su método de protección órganos 
judiciales específicos de carácter internacional. Además, cuentan con textos de 
alcance general así como convenios de estos mismos derechos en el ámbito 
regional. 
1.1.4.1 Sistema Regional Europeo 
Los conflictos políticos ocurridos en Europa Central y Europa del Este, a partir de 
1989, y el impulso dado a la creación de un sistema económico unificado, han 
marcado el camino para un debate sobre la posibilidad de un sistema europeo 
unitario de derechos humanos.  
Sin embargo, el Sistema Regional Europeo surge a través del Consejo de Europa, el 
cual fue creado en 1949 con el propósito de promover y proteger los Derechos 
Humanos y la democracia en Europa. Asimismo, en sus inicios de constitución, 
elaboró el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales (en adelante CEDH). 
Este convenio abierto en 1950 a la firma de 15 Estados que entonces 
componían el Consejo, es importante por tres razones principales: 
- Los derechos y las libertades de cada persona son garantizados por los 
Estados signatarios (<<Estados Partes>>). 
- Por primera vez, un tratado internacional sobre derechos humanos fue 
dotado de un mecanismo concreto de control de los derechos que 
garantiza. 
- Los parlamentos y otros órganos legislativos o judiciales nacionales 
disponen así de una sólida referencia en materia de derechos humanos a 




En un principio se crearon como órganos independientes la Comisión Europea de 
Derechos Humanos y un primer Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Con el 
objetivo de “proteger los derechos garantizados por el CEDH y resolver la 
acumulación creciente de casos” (Taylor, 2009, p. 181). De ahí que, en el año 1993, 
el Tribunal fuera el primero en constituirse. 
Desde 1950, el CEDH ha sido modificado y completado 14 veces por otros tantos 
Protocolos Facultativos (Taylor, 2009, p. 181). Entre sus protocolos destacan la Carta 
Social Europea de 1961 con su protocolo adicional de 1988 y la Carta revisada  en 
1996, la cual garantizan una serie de derechos sociales fundamentales. En este 
mismo sentido, se adoptaron convenios como: el Convenio Europeo para la 
Prevención de la Tortura de 1987 y el Convenio Marco para la protección de las 
minorías nacionales para el Consejo de Europa de 1995. Asimismo, se fundó en 
1993 la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia. 
1.1.4.2 Sistema Regional Interamericano 
El sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos se desarrolla en 
el marco de la Organización de los Estados Americanos (en adelante OEA). “En sus 
60 años de funcionamiento, el sistema ha tenido numerosos logros en la promoción y 
defensa de los Derechos Humanos de la región” (Dulitzky, 2009, p. 194). La OEA 
desempeño un papel protagónico cuando en América Latina predominaban 
regímenes autoritarios, identificando y denunciando las graves y sistemáticas 
violaciones que ocurrían. 
Su acción contribuyo a la apertura de espacios en la sociedad civil y creo un clima 
propicio para el regreso de la plena vigencia de las libertades públicas. El informe 
sobre la situación de los Derechos Humanos en Argentina en 1979 es uno de los 
ejemplos paradigmáticos del rol del sistema interamericano en esos años. (Dulitzky, 
2009, p. 194) 
Como principales instrumentos interamericanos de Derechos Humanos se 
encuentran: la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, los 




Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985, la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1996, entre otras. 
Cabe señalar que, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
estableció el sistema inicial de protección que los Estados Americanos consideran 
adecuado a las actuales circunstancias sociales y jurídicas (Dulitzky, 2009, p. 195). 
Además que, es el primer acuerdo internacional sobre Derechos Humanos, 
anticipando la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
1.1.4.3 Sistema Regional Africano.  
El sistema africano de Derechos Humanos es el sistema regional más reciente. En 
1981, la Asamblea de Jefes de Estado y Gobierno de la Organización de la Unidad 
Africana adoptó la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, que “es el 
documento guía del sistema y el cual se encuentra en vigor desde 1986” (Alcaide 
Fernández, 2009, p. 203). 
El sistema africano gira en torno a la Carta Africana de los Derechos 
Humanos y de los Pueblos de 1981 (que se ha complementado con dos 
Protocolos, uno para el establecimiento de una Corte Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos de 1998, y otro sobre los derechos 
de las mujeres en África, de 2003) mantiene un impulso en la lucha por su 
legitimidad y efectividad en un contexto a menudo hostil (dictaduras, 
violaciones masivas de los Derechos Humanos, crisis económicas, etc.), 
donde la protección de los Derechos Humanos a duras penas concita el 
apoyo y la cooperación de los Estados y este sistema regional, como el 
universal, no es en sí una panacea. (Alcaide Fernández, 2009, p. 202) 
La particularidad de la Carta Africana es su reconocimiento de los derechos 
colectivos. Dicho tratado considera que existe una estrecha interrelación entre los 
derechos individuales y los de los pueblos. Otras características distintivas son la 
inclusión del derecho al desarrollo y de obligaciones individuales, así como sus 





1.1.5 La Procuración de Justicia: El origen de la figura del Procurador 
Como precedente de la procuración de justicia surge de la figura del procurador. 
Debido a las funciones y actividades que realizaba en diferentes épocas de la 
historia, principalmente en la Antigua Roma, durante el Feudalismo y en los reinos de 
España, ya que eran civilizaciones más estructuradas en cuanto a su sistema 
procesal.  
1.1.5.1 Época Antigua: Roma 
En esta época, dos figuras constituyen la representación procesal romana. El 
Cognitor era aquel representante del dominio en el proceso, mientras que el 
Procurator, tenía otros cometidos más amplios en lo que respecta a su actuación 
fuera del proceso, similar a lo se conoce hoy en día como la figura del ministerio 
público.  
Además, el Procurator es un representante más evolucionado, 
posiblemente surgido durante la vigencia del procedimiento formulario, no 
requería para su nombramiento palabras solemnes, así como ni la 
presencia y conocimiento del adversario. Incluso puede darse el caso de 
que actúe de manera espontánea sin conocimiento del representado. 
(Virtudes González, 2005, pp. 42-48) 
El Procurator tenía la función de administrador general o particular de patrimonios 
ajenos. Ambas figuras coincidieron en el tiempo si bien el Cognitor precedió al 
Procurator Romano. El primer Procurator fue el Procurator Omnium bonorum, es 
decir, el administrador de patrimonios ajenos. El agradecimiento y la confianza eran 
las claves esenciales para ocupar este puesto, debido a que era el que adoptaría las 
decisiones sobre la administración del patrimonio del señor. (Arranz Hernández, 
2015) 
1.1.5.2 Época Media: Feudalismo 
En esta época se da el fenómeno de que la justicia sea impartida por el señor a su 
siervo. Sin embargo, la lucha burguesa logró que el derecho evolucionara por escrito, 




la cual estableció en el artículo 3º que: “Ningún hombre libre será prendido o hecho 
prisionero o desposeído o proscrito, o de cualquier modo destruido ni se le llevará a 
prisión, excepto tras un juicio legal de sus iguales y de acuerdo con las leyes del 
país”  (Pacheco Gómez, 2000, p. 14). En este precepto, instituye la figura de la 
procuración de justicia. Sin embargo, en esa época quien ejercía esa procuración 
recaí en la persona que tenía el poder absoluto. 
…es el príncipe territorial quien primordialmente ejerce las funciones de 
procurador de justicia; todos los siervos y los extranjeros que penetran a 
sus dominios están sometidos a su jurisdicción; el señor feudal debe 
garantizar la seguridad de los súbditos y proteger a quienes transitarán 
por su territorio, a él se le encomienda la salvaguarda de la paz pública. 
(Benítez Treviño, 1994, p. 35) 
Como se menciona anteriormente, es el Príncipe quien ejerce la figura del procurador 
de justicia. En este sentido, es quien otorga seguridad a sus habitantes y extranjeros 
dentro de su territorio. También tenía el poder de imponer los derechos que debían 
tener, limitando así las atribuciones de las personas. 
1.1.5.3 Época Moderna: Reinos de España 
Durante la Edad Moderna “el Rey era la fuente de toda jurisdicción, y ésta era 
ejercida territorialmente a través de sus representantes: consejos, chancillerías y 
audiencias, corregidores, alcaldes, mayores y alcaldes ordinarios” (González 
Gilarraz, 1996, p. 20). Todos estos órganos conformaban la justicia ordinaria, la cual 
era potestad delegable por el Rey en favor de señores, obispos, priores, inquisidores 
y magistrados de los tribunales especiales y de personas aforadas, lo que permitía 
distinguir instancias judiciales. 
En la base de la jerarquía judicial se situaban los alcaldes ordinarios, máxima 
autoridad de las villas que no eran cabeza de partido, con amplia libertad de 
actuación y prerrogativas. Los requisitos para poder ser alcalde eran de índole física 
e intelectual: no ser sordo, ciego, mudo, enfermo crónico, loco ni imbécil, pero nada 




Por tanto, los alcaldes ordinarios, habitualmente iletrados, solían acudir a la 
asistencia de un asesor, el cual podía ser el alcalde mayor del partido o un 
procurador de la villa. 
1.2 Surgimiento de los Derechos Humanos y la Procuración de Justicia en 
México 
La Procuración de Justicia en México nace a raíz de la conquista, en la época 
colonial, donde se vulneraron sus Derechos Humanos. De ahí que, la necesidad de 
establecer en un orden normativo, los derechos fundamentales y sobre todo 
garantizarlos. Los derechos humanos dentro del territorio nacional van a tener su 
formación u origen cuando se empieza a ver las condiciones tan drásticas que tenían 
los indígenas en dicha época, sobre todo en las llamadas Encomiendas. 
Los indígenas estaban en situaciones caóticas, infrahumanas, con múltiples 
limitaciones como el “no usar la misma vestimenta que los españoles, armas ni 
montar a caballo, aunque al momento de trabajar eran equiparados con los animales” 
(Herrera Ortíz , 1993, p. 14). Bajo esta situacion era necesario exigir un trato digno 
así como el reconocimiento a sus derechos. 
1.2.1 El origen de los Derechos Humanos en el sistema normativo mexicano 
Antes de la independencia de México, en España, buscó constituir un Estado de 
Derecho, bajo la forma de monarquía constitucional. En la “Nueva España se 
conocieron y discutieron algunos de sus postulados, los cuales, con variantes, 
forman parte tanto de la Constitución de Cádiz, del 19 de marzo de 1812, jurada en 
la Nueva España el 30 de septiembre del mismo año” (González & Castañeda, 2011, 
pp. 13-14). Como resultado, surgieron diversos instrumentos jurídicos que marcaron 
la ruta para la actual Constitución. 
1.2.1.1 Constitución de Apatzingán 1814 
La Constitución de Apatzingán es la obra del Congreso de Chilpancingo. Está influida 
por el pensamiento político francés y por la Constitución española de Cádiz, pero “las 




de las profundas desigualdades sociales y económicas de la sociedad colonial” 
(Museo de las Constituciones, 2015). 
En materia de Derechos Humanos, la Constitución de 1814 es el primer texto 
constitucional de México en incorporar una declaración de derechos humanos. Como 
ejemplo tenemos que en el artículo 4o. establece los derechos a: “la libertad, la 
propiedad y los demás derechos legítimos de todos los individuos que la componen” 
(Bustamante, 1844, pp. 158). Sin embargo, restringe la libertad de manifestación de 
ideas y de prensa cuando la Constitución se a atacada, turbe la tranquilidad pública u 
ofenda el honor de los ciudadanos. 
1.2.1.2 Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824  
La Constitución de 1824 se estructura siguiendo la sistemática de la Constitución de 
Cádiz y establece un Estado Federal conforme a los principios constitucionales 
norteamericanos. El federalismo se adaptó a la realidad de “las provincias antes 
rebeldes. Pero también se reconoció la religión católica como de Estado y se 
mantuvieron los fueros militar y eclesiástico” (Museo de las Constituciones, 2015). 
La Constitución se promulgó el 4 de octubre de 1824. En ella se establece que la 
“Nación mexicana es para siempre libre e independiente del gobierno español y de 
cualquier otra potencia” (Bustamante, 1844, p. 77). Bajo este rubro, se busco la 
libertad de la sociedad así como la separación con España, de ahí que se denomino 
como una Constitución Federal y no un solo Estado monarquico. 
Además, que “la religión de la Nación mexicana es y será perpetuamente la católica, 
apostólica, romana. La Nación la protege por leyes sabias y justas, y prohíbe el 
ejercicio de cualquiera otra” (Bustamante, 1844, p. 77). Sin embargo, aún se limitaba 
el derecho a la libertad de creencias, debido a que, los conquistadores solo 
reconocían ese tipo de religión. 
La Constitución de 1824 estableció un régimen de responsabilidades para reaccionar 
contra sus transgresores. Señalaba que “todo funcionario público, sin excepción de 
clase alguna, antes de tomar posesión de su destino, deberá prestar juramento de 
guardar esta Constitución y la Acta Constitutiva” (Bustamante, 1844, p. 85). Así 




que se haga efectiva la responsabilidad de los que quebranten esta Constitución o la 
Acta Constitutiva” (Bustamante, 1844, p. 86) 
La Constitución federal de 1824 “no contiene un catálogo de derechos humanos sino 
siguiendo el sistema de Cádiz, los delega a los estados” (Museo de las 
Constituciones, 2015), consignando los básicos en la sección séptima del título V que 
establece las “Reglas a las que se sujetará en todos los estados y territorios de la 
federación la administración de justicia” (Bustamante, 1844, p. 94); en otras partes de 
la Constitución se encuentran dispersos otros derechos como limitaciones a los 
poderes legislativo y ejecutivo.  
1.2.1.3 Las Siete Leyes Constitucionales de 1836 
En este momento histórico, resulta determinante la figura de Antonio López de Santa 
Anna, “político cercano al pensamiento conservador, quien derogó la legislación 
anterior” (Presidentes.mx, 2015). Sin embargo, adoptó una estructura republicana y 
centralista, y promulgó las siete Leyes Constitucionales de 1836. 
El sexto Congreso ordinario, convocado conforme a la Constitución de 
1824, se encontraba atado a poderes limitados por el texto de aquélla 
para iniciar el proceso de reforma constitucional, sobre todo por la 
inalterabilidad declarada de la forma de gobierno que preservaba el 
federalismo. Sin embargo, por presión de los centralistas extendió sus 
facultades, sin fundamento legal, para convertirse en Congreso 
Constituyente. Emitió así las llamadas Bases para le (sic) nueva 
Constitución que dan fin a la de 1824 y fundamentan la Constitución 
“dispersa”, fragmentada en “Siete Leyes Constitucionales” de 1836. 
(Museo de las Constituciones, 2015) 
Durante las dos décadas siguientes, los constantes desórdenes, el lento desarrollo 
económico y los intentos de reforma liberal, motivaron que el Congreso expidiera las 
Siete Leyes Constitucionales de 1835 y 1836 que pusieron fin al sistema federal y 
establecieron el centralismo. (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2006, p. 7)  
En la primera ley, integrada por quince artículos, se hace una completa declaración 




donde  se completan como en aquella con limitaciones concretas al Legislativo y al 
Ejecutivo y reglas específicas de administración de justicia.  
La segunda ley, que consta de veintitrés artículos, crea el Supremo Poder 
Conservador. Se le atribuyeron facultades como el “declarar la nulidad de los actos 
de cualquiera de los otros tres Poderes cuando fueran contrarios a la Constitución, 
suspender a los mismos si amenazaban la paz pública y ordenar al Presidente la 
remoción de sus ministros” (Museo de las Constituciones, 2015).  
La tercera ley, que contiene cincuenta y ocho preceptos, deposita el Poder 
Legislativo en un Congreso integrado por dos Cámaras: la de diputados y la de 
senadores. “Para acceder a los cargos se establecen mínimos de propiedad y renta. 
La Cámara de diputados es electa; la de senadores se integra por los demás 
poderes” (Museo de las Constituciones, 2015). 
La cuarta ley, con 34 artículos, estableció el Poder Ejecutivo presidencial, el cual 
dura ocho años en su cargo y puede ser reelecto. Es designado por los poderes 
establecidos. Tiene el veto suspensivo frente al Congreso. De igual manera, se 
constituyó el consejo de gobierno a través de los ministerios de interior, guerra y 
marina, relaciones exteriores y Hacienda. 
La quinta ley, a través de sus 51 disposiciones, conforma el Poder Judicial con una 
Corte central y tribunales departamentales a semejanza de la última organización de 
las audiencias coloniales. “Establece previsiones sobre administración de justicia que 
son en realidad derechos humanos en los procesos” (Museo de las Constituciones, 
2015). La sexta ley crea departamentos en lugar de los estados a cargo de 
gobernadores propuestos por las juntas departamentales.  
Finalmente, la séptima ley se conformaba de 6 artículos, otorgando al Congreso la 
posibilidad de resolver las dudas que se suscitará en la interpretación de normas 
constitucionales así como sus reformas. Además, en seis años contados desde la 





1.2.1.4 Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 
La Constitución de 1857 reafirma decisiones políticas fundamentales de la 
Constitución Federal de 1824. Su originalidad reside, en la reforma de las relaciones 
Estado-Iglesia, así como en la construcción de un sistema de defensa de la 
Constitución. Para evitar el caudillismo que caracterizó la vida pública mexicana de 
las primeras décadas de vida independiente. Los “mecanismos de defensa ordinaria 
y extraordinaria de la Ley Fundamental se activaron exitosamente en las 
convulsiones militares que desgarraron a los mexicanos durante la Guerra de 
Reforma, la Intervención Francesa y el Imperio de Maximiliano” (Museo de las 
Constituciones, 2015). 
La Constitución de 1857, “refleja con claridad la filosofía política del liberalismo 
mexicano al reconocer los derechos y las libertades públicas de los ciudadanos” 
(Museo de las Constituciones, 2015). La Ley Fundamental limita el ejercicio de los 
poderes públicos y reconoce la preeminencia del poder del Estado como 
organización de los ciudadanos sobre cualquier otra institución. Asimismo, se 
introduce en 1857, un complejo mecanismo de defensa extraordinario de la 
Constitución ante peligros de gran magnitud como invasiones de potencias 
extranjeras y golpes internos de Estado que implican el desconocimiento de la Ley 
Fundamental. (Museo de las Constituciones, 2015) 
Este mecanismo consiste, por una parte, la posibilidad de la suspensión de los 
derechos individuales y el otorgamiento de poderes extraordinarios al presidente de 
la República, que en ambos casos deben ser aprobados por el Congreso de la 
Unión. Por otra parte, en la defensa militar del orden constitucional desde los 
Estados de la Federación, a través de la Guardia Nacional, que se organiza en cada 
uno de ellos bajo el mando de los gobernadores. 
1.2.1.5 Leyes de Reforma de 1859 
El presidente Benito Juárez expidió el paquete legislativo conocido como las Leyes 
de Reforma. Mediante el cual, se establecieron y fijaron los términos políticos y 




organización social en la que la libertad sería el principal derecho garantizado por el 
Estado. 
En medio del fragor de la guerra el gobierno de Juárez, desde Veracruz, 
dio a conocer un manifiesto a la Nación el 7 de julio de 1859. En éste 
delineó las medidas que consideraba indispensables para poner un 
término definitivo a esta guerra sangrienta y fratricida”, así como para 
“desarmar de una vez a esta clase (el clero) de los elementos que sirven 
de apoyo a su funesto dominio.  (Museo de las Constituciones, 2015) 
Este movimiento se caracterizó por la decisión política de separar las cuestiones del 
Estado y de la Iglesia. A partir de esto, surgieron las denominadas Leyes de 
Reforma: “La Ley de Nacionalización de los Bienes Eclesiásticos, Ley de Matrimonio 
Civil, Ley Orgánica del Registro Civil o Ley sobre el Estado Civil de las Personas y la 
Ley  sobre Libertad de Cultos” (Museo de las Constituciones, 2015). Estas leyes 
perfeccionaron las facultades que ya no tenían en su poder la iglesia. 
1.2.1.6 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 
El 5 de febrero de 1917 fue promulgada la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, por el presidente constitucionalista Venustiano Carranza, como 
consecuencia de los movimientos revolucionarios de 1910. Este documento continúa 
vigente, aunque a lo largo de la historia ha sido reformada en diversas ocasiones. 
Esta Constitución logró hacer realidad grandes principios de justicia 
social, añadiéndoselos artículos 3°, 27, 123 y 130. En cuanto a lo político 
Carranza propuso reforzar el Poder Ejecutivo, suprimir la vicepresidencia, 
establecer la no reelección, dar mayor autonomía al Poder Judicial y 
mayor soberanía a los Estados creando municipios libres. Esta 
Constitución cambió los preceptos institucionales, su estructura social y 
económica, siendo considerada la primer Constitución liberal-social del 
mundo a principios del siglo XX. (Rabasa, 2000, p. 105) 
Dicho ordenamiento constituye nuestra Ley Suprema y da fundamento a las leyes 
vigentes en nuestro país. Asimismo, dio origen al constitucionalismo social, que 




a establecer las bases de la organización política de los estados y a reconocer y 
proteger los derechos el hombre. 
1.2.1.7 Reforma constitucional de 2011 en materia de Derechos Humanos 
Hasta febrero de 2012 la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en 
adelante Constitución Mexicana) había sido “reformada por 201 decretos desde su 
promulgación en 1917, lo cual implicó realizar aproximadamente 600 reformas a sus 
actuales 136 artículos” (Pelayo Molle, 2012, p. 11). Dichas modificaciones se 
realizaron principalmente en materia económica, política, social, cultural, ambiental, 
administrativa, laboral, comunicación, hacendaria, energética, judicial, educativa y de 
transparencia en administración gubernamental. En consecuencia de las fuerzas 
políticas que se sucitarón en el Estado mexicano. 
Dentro de estas reformas, en 2011 se publicó un total de ocho decretos por medio de 
los cuales se modificó la Carta Magna. Si bien, todas las modificaciones a la 
Constitución son relevantes, ciertas reformas poseen una mayor trascendencia sobre 
otras. (Brito & Carbonell, 2011, p. 40) 
En México, había transitado hacia el último tercio del sexenio del 
presidente Felipe Calderón Hinojosa; en esa fecha el gobierno mexicano 
había cumplido 12 años de haber aceptado la competencia contenciosa 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a su vez había 
firmado y ratificado la mayoría de los tratados de derechos humanos, 
tanto del sistema interamericano como del sistema universal de la 
Organización de las Naciones Unidas. (Pelayo Molle, 2012, p. 13) 
Cabe mencionar que, México tenía seis casos contenciosos ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CoIDH), donde se le había sido 
declarado como responsable internacionalmente de violaciones a derechos 
humanos. Ante esto, el Estado mexicano ha reconocido la competencia de estos 
organismos interamericanos, así como las recomendaciones derivados de los casos 
en contención. 
Los temas de “los Casos eran y siguen siendo especialmente sensibles: uno se 




Ciudad Juárez, Chihuahua; cuatro tienen que ver con violaciones a derechos 
humanos por parte del Ejército y la falta de idoneidad del fuero militar para conocer 
de esos asuntos; y uno más, el primero, es concerniente a la falta de recursos 
internos en materia electoral” (Pelayo Molle, 2012, p. 25). De lo anterior, es un claro 
ejemplo de recomendaciones dirigida específicamente a una Entidad Federativa. 
En paralelo con lo que sucedía en el sistema interamericano, “a nivel nacional se 
habían llevado a cabo procesos de apertura constitucional y de debate en torno a la 
necesidad de incorporar a nivel de la Constitución los derechos humanos contenidos 
en los tratados internacionales” (Caballero Ochoa, 2011, p. 108). En consecuencia, 
de las constantes violaciones a estos derechos y la necesidad de reconocerlos de 
manera constitucional. 
Dentro de estos procesos, se ubica la creación de los organismos autónomos de 
protección a los derechos humanos, a partir de 1990, la reforma al Poder Judicial de 
1994 y la creación del Consejo de la Judicatura Federal. Asimismo, la relevancia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (en adelante SCJN), en materia de control 
de constitucionalidad a través de las acciones de inconstitucionalidad y las 
controversias constitucionales.  
Igualmente, el que surgieran nuevas instituciones de garantía de los derechos, como 
el Instituto Federal Electoral, ahora denominado Instituto Nacional Electoral, y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, el Instituto Federal de Acceso 
a la Información Pública y el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. 
Este proceso de democratización, en parte promovido por estas instituciones y por la 
sociedad, “provocó que la intensidad y la atención sobre el tema de los derechos 
aumentaran y con ello también se incrementó el contexto de exigencia para que el 
Estado los protegiera de una manera más adecuada” (Córdova Vianello, 2011, p. 
72). Al mismo tiempo, en la comunidad internacional se presentaban diversas 
denuncias violatorias a los Derechos Humanos en contra del Estado. 
En este contexto de innegables avances, el número de denuncias por 
violaciones y por incumplimiento de los derechos fundamentales se 




habían aquejado a la sociedad mexicana, entre ellas el estado de 
marginación y discriminación en contra de grupos en situación de 
vulnerabilidad, como los pueblos y comunidades indígenas; la violencia 
generalizada en contra de las mujeres; la práctica de la tortura en la 
procuración de justicia; y la práctica sistemática de la desaparición 
forzada en ciertos periodos de la historia nacional, empezaron a tener una 
mayor difusión y tratamiento no sólo a nivel internacional sino también 
nacional. (Córdova Vianello, 2011, p. 73) 
En adición a lo anterior, la inseguridad ha tenido efectos perversos en la protección 
de los derechos. “En los últimos tiempos, la lucha en contra del narcotráfico ha 
marcado, en gran parte, el debate en torno a los derechos humanos en México 
cometidas tanto por autoridades como por particulares” (Córdova Vianello, 2011, p. 
73). En la mayoría de los casos se detecta una situación de impunidad generalizada. 
Bajo estas circunstancias, surge la necesidad de respetar los derechos a nivel 
constitucional e internacional.  
A partir de las situaciones descritas, “surge la necesidad de entender la primacía de 
los derechos consagrados constitucionalmente en conjunción con lo establecido en 
los tratados internacionales que el Estado mexicano ha firmado y ratificado” (Castilla 
Juárez, 2011, p. 124). Por ello que, la reforma constitucional en materia de derechos 
humanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011 
modificó la denominación del Capítulo I, Título Primero, y 11 artículos: 1º; 3º; 11; 15; 
18; 29; 33; 89; 97; 102, apartado B; y 105, fracción II, inciso G.  
Esta reforma se ocupa de aspectos como el impulso del respeto a los 
derechos humanos por medio de la educación que imparte el Estado, el 
trato que deberá garantizárseles a las personas migrantes y extranjeras, a 
quienes se encuentren sujetos al sistema penitenciario, pasando por las 
reformas más acotadas y precisas en cuanto al procedimiento a seguir en 
materia de suspensión de derechos, principios sobre política exterior, la 
investigación de violaciones graves a derechos humanos, y los 




derechos consagrados en los tratados internacionales. (Pelayo Molle, 
2012, p. 16) 
La reforma de 2011 determinó diversos aspectos entre los cuales destaca la 
promoción y defensa de los derechos humanos por parte de las autoridades del 
Estado mexicano. En cuestión del sistema penitenciario, se precisa los derechos en 
su procedimiento a seguir de todas aquellas personas en su proceso legal. 
1.2.2 Antecedentes de la procuración de justicia en México 
La procuración de justicia en México ha sido un tema en el que la sociedad ha 
exigido a sus gobernadores, tiene como antecedentes la época de la Nueva España. 
Sin embargo, existen precedentes en civilizaciones más antiguas, en la época 
prehispánica, Medina Limón, (2001) afirma:  
En nuestro país la justicia siempre ha ocupado un lugar y un sentido 
dentro del sistema u orden jurídico, podemos recordar que en la época 
prehispánica, en lo que respecta a la cultura maya, existió un órgano 
conocido con el nombre Batab, que era el encargado de impartir justicia; 
en la cultura azteca se tuvo presente a la asamblea del barrio o consejo 
de ancianos, quienes conocían de la problemática de la comunidad y 
aplicaban su sabiduría al caso concreto con base a su derecho y 
costumbres. (p. 328) 
Si bien es cierto, la justicia ha sido un punto  importante en el sistema de gobierno, la 
procuración también era necesaria para la solución de problemas que existían en la 
comunidad. Sin embargo,  en la época prehispánica no tuvo transcendencia debido 
a la conquista de México. De ahí que surge un nuevo sistema de impartición de 
justicia en la Nueva España. 
1.2.2.1 La Procuración de Justicia en la Nueva España 
Como consecuencia de la conquista de México, se transformó la cultura y con ello las 
leyes del pueblo conquistado. “Así fue como por primera vez en 1521 es fundado, por 
Hernán Cortés, el primer ayuntamiento peninsular, conocido como la Villa Rica de la 




el jefe político” (Medina Limón, 2001, p. 328). Hernán Cortés emprendió la labor de 
transculturación, instaurando un régimen legal basado en las ordenanzas que 
provenían de España.  
Es menester señalar que en 1527 en la real audiencia, que era el órgano 
político de gobierno de la Nueva España, se anunció la llegada de los 
primeros juristas a tierra conquistada, cuya función era implementar el 
sistema legal de impartición de justicia con base en las leyes del antiguo 
continente; entre dichos juristas quiero destacar el nombre de don Luis 
Marín, quien de manera directa había sido enviado a la Nueva España por 
la Corona a instaurar el orden jurídico que iba a sustituir al del pueblo 
conquistado. (Medina Limón, 2001, p. 328) 
De ahí que, se presentan los inicios de un sistema normativo de impartición de 
justicia dentro de órgano de la estructura de gobierno, en ese entonces, de La 
Nueva España. Sin embargo, seguía teniendo el control quien tenía el poder político, 
y solo recaía en una persona. 
1.2.2.2 La Procuración de justicia en el México Independiente 
A consecuencia del movimiento independentista, se crearon documentos que 
consagrarían elementos de impartición de justicia. De igual manera, instituyeron 
órganos que tendrían la finalidad de procurar, administrar y dar solución a la 
problemática presentada. Tal como afirma Medina Limón, (2001): 
En 1810, don Ignacio López Rayón da a conocer un documento conocido 
con el nombre de Elementos constitucionales, en el cual se consignó, en 
sus artículos 16 y 21, la creación del Poder Judicial como el órgano 
encargado de impartir justicia. No quiero pasar por alto la Constitución de 
Cádiz, ya que ésta fue el instrumento reivindicador de la clase criolla de la 
Nueva España. En dicha Constitución, jurada en España en 1812, se 
señaló en el título V, la creación de los tribunales en lo civil y en lo 
criminal. (p. 329) 
Cabe señalar que, a raíz de los inicios de los movimientos independentistas, 




en día en la constitución siguen. Asimismo, se creó un Poder Judicial, el cual tenía 
como responsabilidad el impartir justicia a través de los Tribunales en materia civil y 
criminal. 
Es menester referirme al pensamiento de don José María Morelos y 
Pavón, que con sus Sentimientos de la Nación declara formalmente la 
independencia de la Nueva España respecto de la Corona española; 
además, en dicho documento se consagra, en su artículo 5o., la creación 
de los tres poderes, Legislativo, Ejecutivo y Judiciario. Sin duda alguna, 
este pensamiento es producto del movimiento de ilustración francés 
liberal. (Museo de las Constituciones, 2015) 
Como precedente histórico, el documento Sentimientos de la Nación de José María 
Morelos y Pavón es pieza clave en la creación de las primeras disposiciones 
constitucionales. Debido a que, se establece la división de poderes en el sistema de 
gobierno, permitiendo una forma de gobierno democrático la cual ya no dependía de 
un poder absoluto. 
Referente a la impartición de justicia, el 22 de octubre de 1814 se estableció el 
“Decreto constitucional para la libertad de la América mexicana señalaba en su 
capítulo II, artículo 44, la creación Del Supremo Tribunal de Justicia” (Medina Limón, 
2001, p. 330). Esta instauración del órgano judicial, contribuía a un mejoramiento en 
el proceso así como el reconocimiento de los derechos delas personas ante una 
institución.   
Consumado el movimiento de independencia con la firma del Tratado de Córdoba, 
en 1821, se empieza a gestar el nuevo Estado mexicano. “Hacía 1822 se implantó 
de nueva cuenta el sistema imperialista, y se emite el “Reglamento Provisional 
Político del Imperio Mexicano”, el cual ya contenía, en su sección V, capítulo I, la 
creación del Poder Judicial, contando con tribunales de primera y segunda instancia, 
creando el Supremo Tribunal de Justicia” (Medina Limón, 2001, p. 331).  
Sin embargo, “tras arduas luchas intestinas se reinstala el Congreso Constituyente 
de 1822, con un pensamiento federalista que tuvo una influencia, sin duda alguna, 




Estados Unidos Mexicanos”, llamada Constitución Federal” (Museo de las 
Constituciones, 2015). En ella se contenían el principio de división de poderes y 
consignaba al Poder Judicial, el cual recaía en los tribunales previamente 
establecidos por la Constitución mexicana, es decir, en la Corte Suprema de Justicia 
y la creación de los tribunales de circuito y de los juzgados de distrito. 
Hacía 1836 se promulgan las “Bases y Leyes Constitucionales de la República 
Mexicana” (Museo de las Constituciones, 2015), que consignaba, en su sección V, 
artículo 1,  la creación del Poder Judicial y que éste lo asumiría la Corte Suprema de 
Justicia o la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Sin embargo, el Supremo 
Poder Conservador ejerció su potestad sobre el Poder Judicial.  
En 1855 se convocó al congreso constituyente, donde se hicieron adiciones a la 
Constitución. Se enmarcó el Poder Judicial, creando así la Corte Suprema de 
Justicia y los tribunales de distrito y de circuito. (Museo de las Constituciones, 2015) 
La Suprema Corte se compondría de un procurador general, además de 11 ministros 
propietarios, 4 supernumerarios y un fiscal. Respecto al Procuración General, le 
correspondería a los tribunales de la federación conocer (Medina Limón, 2001, p. 
332): 
a) De toda controversia que se suscitara sobre el cumplimiento y aplicación de 
las leyes federales.  
b) De las que versen sobre el derecho marítimo.  
c) De aquellas en que la federación fuere parte.  
d) De las que se susciten entre dos o más estados.  
e) De las que se susciten entre un estado y uno o más vecinos de otro.  
f) De las del orden civil o criminal que se susciten a consecuencia de los 
tratados celebrados con las potencias extranjeras.  
g) De los casos concernientes a los agentes diplomáticos y cónsules. 
En dicho documento constitucional se hizo hincapié en que todos “los juicios se 
seguirían a petición de la parte agraviada, principio que rige al juicio de amparo, por 
medio de procedimientos y formas del orden jurídico que determinase una ley” 




federales sólo se ocuparían de los individuos particulares, limitándose a protegerlos 
y ampararlos. 
En la Constitución de 1917, en su capítulo IV, consagró al Poder Judicial, 
encomendándole la impartición de justicia. Dicho Poder se auxilia en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, “en los tribunales colegiados en materia de amparo y 
unitarios en materia de apelación, y en juzgados de distrito” (Medina Limón, 2001, p. 
333). 
1.2.3 Antecedentes del Sistema Penal en México 
Los precedentes del Sistema Penal en México radica en dos ejes principales: el 
Sistema Penal Inquisitivo Mixto y el Sistema Penal Acusatorio-Adversarial y Oral. 
Estos procesos jurisdiccionales se han realizado a consecuencia de las constantes 
violaciones al debido proceso que comprende la procuración de justicia. Es por ello 
que, se hará un breve análisis que dieron origen a estos sistemas penales. 
1.2.3.1 Sistema Penal Inquisitivo  
En la historia de México, después de la conquista del Imperio Azteca por los 
españoles, se adoptaron las primeras leyes de esta región. En este parámetro, 
imperaba el sistema de enjuiciamiento inquisitivo. “Tuvo vigencia en nuestro país en 
su expresión más radical con el Tribunal del Santo Oficio, mejor conocido como la 
Santa Inquisición” (Aguirre Beltrán, 1981, p. 320). En este sistema, la persecución 
penal pública de los delitos estaba a cargo del inquisidor, quien al mismo tiempo 
ejercía las funciones de acusar y defender. 
Cabe señalar que, el último periodo de la historia de México donde imperó el sistema 
inquisitivo fue entre los años 1886 a 1917, con la “dictadura del General Profirió Díaz 
Morí, y que feneció con el triunfo de la Revolución Mexicana y el surgimiento de la 
actual Constitución” (Cruz Barney, 2004, p. 156). Durante esta etapa, se desarrollaba 
un marco de proceso penal excesivamente formal, riguroso, discontinuo y secreto. 
Al respecto, en este sistema penal la búsqueda de la verdad se justificaba en 




hipótesis de la culpabilidad del sujeto, a quien no se le reconocía el derecho a la 
defensa, pues si era culpable no merecía tal derecho y si era inocente no importaba. 
1.2.3.2 Sistema Penal Mixto 
Posteriormente, México continuó con un esquema de justicia inquisitivo mixto, es 
decir, con rasgos inquisitivos y acusatorios. En este sentido, “en el año de 1901, se 
crea en México la figura jurídica del Ministerio Público y de la Procuraduría General 
de Justicia, como un órgano autónomo dependiente del Poder Ejecutivo, delegándole 
la investigación y persecución de los delitos” (Fix Zamudio, 2004, p. 64). Al respecto, 
este cambio en el sistema penal es con el fin de dar oportunidad a los individuos a 
tener una defensa participativa que mediara las fuerzas públicas 
Este sistema inquisitivo mixto entró en su apogeo con la aparición del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal el día diecisiete 
de septiembre de mil novecientos treinta y uno, segmentó el procedimiento 
penal en tres fases, una inicial, a la que se le llamo Averiguación Previa, la 
etapa de pre proceso o término constitucional y la de juicio; se crea la 
Institución del Ministerio Público como encargado de la investigación y 
persecución de los delitos detentando el monopolio del ejercicio de la 
acción penal. (Cruz Barney, 2004, p. 287) 
Si bien es cierto que, este sistema se le asignaba al Juez solo la función de  juzgar. 
Con respecto a la persecución y averiguación de los delitos, quedaba exclusivamente 
a cargo del Ministerio Público. Esto con la finalidad de garantizar que los jueces no 
buscaran las pruebas y no tendrían así el ejercicio penal como un monopolio. En 





1.2.3.3 Sistema Penal Acusatorio-Adversarial y Oral 
Desde el año 2008, se tiene aprobada por parte del Congreso de la Unión, la reforma 
penal (ver anexo 1) donde se cambia el Sistema Inquisitivo Mixto por un Sistema 
Penal Acusatorio-Adversarial y Oral. En este sentido, “la reforma al sistema de 
justicia penal en México, es una realidad, aunque muchas personas no estén muy de 
acuerdo con la misma. Policías investigadores peritos, agentes del ministerio público, 
jueces y abogados tienen un gran reto, frente a dicho sistema” (Gonzaléz Obregón, 
2008, p. 25). Al respecto, el cambio principal es que, ahora los juicios serán 
predominante orales, dejando la cuestión escrita en una proporción menor respecto 
del sistema anterior. Tal como se muestra en el siguiente diagrama: 
AVERIGUACIÓN 
PREVIA
• Preparación de la acción 
Consignación
PREINSTRUCCIÓN
• Preparación del proceso
• Momento en que conoce 
el Juez
INSTRUCCIÓN




• Conclusiones del 
Ministerio Público







• Sentencia Ejecutoria a 





(Instituto Nacional de Estadística y Geografía , 2011, p. 54) 
El propósito de la reforma, es “regular el sistema procesal penal acusatorio en 
nuestro derecho mexicano, así como aplicar diversas modificaciones al sistema 
penitenciario y de seguridad pública” (Constantino Rivera, 2009, p. 44). Lo anterior, 
con el fin de dotar al Estado de elementos suficientes que permitan combatir, entre 
otros, la procuración de justicia en forma pronta, clara y expedita. Como principales 
disposiciones de esta reforma se indican las: 
• Establecer un estándar de pruebas para librar una orden de aprehensión. 
• Señalar un concepto constitucional de delincuencia organizada y las 
excepciones en su tratamiento procesal. 
• Crear la figura y establecer las facultades de los jueces de control. 




• Precisar los requisitos para el auto de vinculación a proceso. 
• Establecer las bases jurídicas para el sistema procesal acusatorio, 
fortaleciéndose los principios de presunción de inocencia, derechos de la 
víctima, cargas procesales, acción privativa. 
• Fijar un régimen transitorio en lo que se legisla respecto del nuevo sistema. 
Procesal penal acusatoria en la Federación y las Entidades Federativas. 
Cabe mencionar que, “el sistema procesal penal acusatorio se encuentra  previsto en 
los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y 
sexto; 19, 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos” (Gonzaléz Obregón, 2008, p. 32). Asimismo, las reformas aprobadas en 
los artículos constitucionales antes mencionados,  prevé su aplicación en un plazo de 
hasta ocho años para que, tanto la Federación como los Estados, expidan y 
establezcan las modificaciones u ordenamientos legales necesarios para poder estar 
en condiciones de incorporar este sistema procesal penal. En este sentido, las 
garantías que prevé este nuevo sistema penal son las siguientes: 
• En este sistema acusatorio no se dicta una sentencia condenatoria firme, 
permitiendo así la presunción de inocencia.  
• Existe una defensa material y técnica, así como se procura en todo momento la 
legalidad en la obtención de la prueba, no pudiendo aceptarse de ninguna manera 
alguna prueba cuya fuente de obtención fue por medio de cualquier medio ilícito.  
• El imputado es un sujeto de derechos, titular de garantías frente al Estado. 
• La sentencia se fundamenta en las pruebas producidas en el juicio oral y público. 
• Se garantiza la existencia de un tribunal imparcial al haber una separación en las 
facultades de investigar, acusar y juzgar; es imposible delegar funciones, toda 
resolución, audiencia y demás trámites obligatoriamente los tiene que hacer el juez. 
• El imputado tiene acceso a las pruebas. 
• La investigación constituye sólo una etapa y es preparatoria a juicio, la cual carece 
de valor probatorio y es informa. 




• La finalidad del procedimiento es un instrumento de solución de conflictos y permite 
otras respuestas diferentes a las coercitivas, como las salidas alternativas, para 
lograr una respuesta adecuada que resulta más conveniente socialmente para las 
partes. 
• La víctima se convierte en actor importante y tiene derecho a participar 
directamente en el proceso. 
1.2.3.3.1 Figura del Ministerio Público en el nuevo Sistema Penal  
En este nuevo sistema de justicia penal, la figura del Ministerio Público es una parte 
importante, debido a que tiene a su cargo la investigación de los delitos, quien hace  
coordinación con los elementos de la policía. Además, tiene el ejercicio de la acción 
penal. Lo anterior se establece en el artículo 21 constitucional.  
De igual manera, el Ministerio Público debe estar enfocado a cumplir con los 
principios y fines del Proceso Penal Acusatorio, contemplados en el apartado A del 
artículo 20 Constitucional, que establece lo siguiente: 
 
 






Procurar que el 
culpable no 
quede impune.
Que los daños 







El proceder del Ministerio Público en el nuevo sistema de justicia penal, se debe 
alinear con los principios de: 
 
Deberá de utilizar todas las herramientas que el Sistema Penal Acusatorio-
Adversarial y Oral contemplan para lograr los fines de este proceso,  como son: 
Formular imputación y solicitar la 
vinculación del imputado a proceso,
Solicitar alguna medida cautelar (en su 
caso).
Realizar la investigación y determinar 
si realiza o no acusación formal en 
contra del imputado, por considerar 
que el hecho que se cometió 
constituye un delito y que existe la 
probabilidad de que esa persona lo 











Las competencias y principios mencionados anteriormente, son trasladados al ámbito 
de la procuración de justicia, y en particular a la función ministerial, se traducen en 
una serie de capacidades que le permiten al Ministerio Público realizar un trabajo 
eficaz para  producir los resultados deseados de esta Institución. 
1.2.3.3.2 Breve análisis del papel del Policía en este Sistema Penal 
En relación con el presente estudio, el papel que desempeñan los elementos de la 
policía, es fundamental, debido a que son ellos los primeros que actúan en la 
investigación del delito, y por ende son unos de los auxiliadores en la procuración de 
justicia bajo este nuevo sistema penal. 
Conforme al nuevo texto constitucional, cualquiera que sea la adscripción de un 
cuerpo policial, estos tienen la función de auxiliar al Ministerio Público en la práctica 
de sus investigaciones y en su caso al Tribunal. En el Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en su artículo tercero se determina que se entenderá por 
Policía: 
Los cuerpos de Policía especializados en la investigación de delitos del 
fuero federal o del fuero común, así como los cuerpos de seguridad pública 















competencias actúan todo bajo el mando y la conducción del Ministerio 
Público para efectos de la investigación, en términos de lo que disponen la 
constitución, este Código y demás disposiciones aplicables. (Código 
Nacional de Procedimientos Penales, 2014) 
Los cuerpos policiacos, como se observa, estará reglamentado por el Código 
Nacional de Procedimientos Penales y demás acuerdos entre autoridades. 
Asimismo,  el importante papel que realizan los elementos de seguridad, debido a 
que, son ellos los que arribaran primero al lugar de los hechos y tendrá contacto con 
los indicios. 
La policía investigadora será la “entidad profesional y técnica que materialmente 
llevara a cabo la indagación de hecho bajo la dirección y vigilancia del Ministerio 
Público” (Maldonado Sánchez, 2009, p. 43). Todas las policías legítimamente 
creadas y existentes en México tendrán facultades y obligaciones, estas se 
encuentran previstas en el artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos 





Realizar actos de 
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Preservar el lugar 
de los hechos
Emitir informes y 
documentos 






atención a víctimas 
e informar sobre 
sus derechos
Proteger testigos
Cumplir con los 






Al igual que el Ministerio Público, la actuación policial en la investigación de los 
delitos, necesita que los elementos de la policía tengan un estricto apego los 
principios de: 
 
En este sentido, la actuación de los  elementos policiales debe estar acorde a las 
garantías constitucionales que asisten a las persona detenidas en cualquier etapa del 
periodo de custodia. En el Código Nacional de Procedimiento Penales establece 
estos derechos, en su artículo 152. 
I. EL derecho a informar a alguien de su detención; 
II. El derecho a consultar en privado con su defensor; 
III. El derecho a recibir una notificación escrita que establezca los 
derechos establecidos en la fracciones anteriores y las medidas que 
debe tomar para la obtención de asesoría legal; 
IV. El derecho a ser colocado en una celda en condiciones dignas y con 
acceso a aseo personal; 
V. El derecho a no estar detenido desnudo o en prendas íntimas; 
VI. Cuando, para los fines de la investigación sea necesario que el 










VII. El derecho a recibir atención clínica si padece una enfermedad física, 
se lesiona o parece estar  sufriendo de un trastorno mental. (Código 
Nacional de Procedimientos Penales, 2014) 
Cabe destacar que, los derechos de las personas detenidas antes citado, son las 
que mayor presenta violaciones. Por ende, genera una situación de vulnerabilidad 
en el sistema penal mexicano. Aunado a esto, el trabajo en equipo con el Ministerio 
Público así como las procuradurías, refuerzan el estado de derecho del proceso de 
la persona. 
1.2.3.3.3 El Rol de los Peritos en el Nuevo Sistema Penal 
Las pruebas periciales en un sistema penal son necesarias en las investigaciones del 
delito. El rol que desempeñan los peritos en este sistema son relevantes ya 
dictaminan la dirección que toma la investigación. En este parámetro, se definirá a 
estos entes: 
Los peritos son personas que cuentan con una experiencia especial en un 
área del conocimiento, derivada de sus estudios o especialización 
profesional, del desempeño de ciertas artes o del ejercicio de un 
determinado oficio. Lo que distingue al perito de un testigo cualquiera es 
que el perito es llamado al juicio para declarar algo en lo que su experticia 
es un aporte para el mismo y que le permite dar opiniones y conclusiones 
relevantes acerca de diversas cosas. (Gómez Cotomer, 2008, p. 56) 
Los peritos se caracterizan por tener conocimiento especializado, así como en  
valorar correctamente un hecho o circunstancia relevante del caso. También, 
comparecen en juicio para aportar dicha noción que se encuentra más allá de la 
comprensión del juzgador y que es considerado necesario para decidir el caso.  
Además, la experiencia que se le atribuye es lo que hace que las opiniones y 




1.2.3.3.4 La Actuación del Protocolo de Estambul en la Procuración de Justicia 
en México 
El Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanas o degradantes, mejor conocido como Protocolo de 
Estambul. Este instrumento fue “preparado por un grupo de expertos representantes 
de 40 organizaciones e instituciones, y presentado a la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos de 9 de agosto de 1999” (Oficinas del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas, 2016). En este sentido, los rasgos 
sobresalientes  de este protocolo sirven como guía para documentar la tortura y 
reunir evidencias que permitan probarla en una investigación. 
En el sistema penal mexicano, el Estado adopto y adecuo el Protocolo de Estambul 
para efectos de la valoración y diagnóstico de la tortura por medio del Acuerdo 
A/057/2003 del Procurador General de la República (ver anexo 3), con el objetivo de 
garantizar una procuración de justicia apegada a derecho y de respeto a los 
derechos humanos, el cual establece:  
…las directrices institucionales que deberán seguir los Agentes del 
Ministerio Público de la Federación, los peritos médicos legistas y/o 
forenses y demás personal de la Procuraduría General de la República, 
para la aplicación del Dictamen Médico/Psicológico Especializado para 
Casos de Posible Tortura y/o Maltrato. (Acuerdo A/057/2003 , 2003) 
Cabe señalar que, este protocolo se podrá implementarse también en el ámbito local 
y en otros Estados. Cabe resaltar que, este instrumento no es de carácter obligatorio. 
Sin embargo, es una medida legal y administrativa para reforzar la prevención al 
saber que con su aplicación es posible contar  con evidencia que le demuestre y en 






1.3 Antecedentes de la desaparición forzada  
La desaparición forzada ha sido utilizada como un método represivo por personas 
que han tenido cierto poder público en un Estado. La denominación a esta práctica 
surge en América Latina en los años setenta. Sin embargo, tiene precedentes en el 
crimen de Lesa Humanidad. Esta transgresión surge a raíz de un conflicto armado, 
conocido como la Segunda Guerra Mundial. 
Posteriormente, el Sistema Universal de los Derechos Humanos junto con sus 
sistemas regionales, en específico el sistema interamericano, crean un conjunto de 
instrumentos jurídicos para protección a personas contra la desaparición forzada. 
Atendiendo así, a los casos que ya se manifestaban en Latinoamérica. 
1.3.1 La desaparición forzada y su vinculación con el crimen de Lesa 
Humanidad 
Finalizada la Segunda Guerra Mundial, los líderes de la comunidad internacional 
asumieron conciencia de las graves violaciones de los Derechos Humanos que 
tuvieron lugar durante la contienda, principalmente contra la población civil. 
Asimismo, la necesidad de contar con instrumentos jurídicos que permitieran 
establecer responsabilidades por los crímenes internacionales.  
De esta manera, por el Acuerdo de Londres de 1945, se creó un Tribunal Penal 
Militar Internacional de Núremberg (en adelante Tribunal de Núremberg). “Este 
tribunal reconoció tres categorías de crímenes internacionales, los crímenes contra la 
paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad” (Lillian Goldman Law 
Library, 2015). 
En el artículo 6, inciso c) del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Núremberg, 
se definían como delitos contra la humanidad aquellos por asesinato, exterminación, 
esclavitud, entre otros actos contra la humanidad cometidos de forma generalizada y 
sistemática contra civiles antes y durante la guerra.  
Durante el desarrollo de los juicios y finalmente en las sentencias, el Tribunal de 
Núremberg “fue sentando importantes principios jurídicos que más tarde fueron 




Derecho Internacional de los Derechos Humanos” (Hormazábal Malarée, 2009, p. 
121). Lo anterior, significa un derecho que regula la responsabilidad de los Estados 
por las violaciones de los Derechos Humanos, y aun derecho penal internacional 
para la persecución de las responsabilidades individuales de los autores de los 
delitos. Posteriormente, surge el término de desaparición forzada en América Latina.  
La vinculación de la desaparición forzada con el crimen de Lesa Humanidad fue 
reconocida por la Resolución 666 (XIII-0/83) de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos, de 1983. En esta resolución se describía 
que “la práctica de la desaparición forzada de personas en América es una afrenta a 
la conciencia del Hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad” 
(Organización de los Estados Americanos, 1983, p. 72). 
1.3.2 Precedentes de la protección a personas contra la desaparición forzada  
La desaparición forzada de personas es una de las violaciones a derechos humanos 
que mayor atención han atraído en el derecho internacional en los últimos años, 
debido a las adversas consecuencias que ocasiona a las víctimas y sus familiares. Al 
respecto, se han desarrollado complejos procesos de creación de normas e 
instituciones que han tenido como fin explicar este fenómeno. 
La dinámica del derecho internacional de los derechos humanos ha llevado a que por 
medio de la interacción entre los sistemas de derechos humanos de Naciones 
Unidas (en adelante Sistema Universal) y el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (en adelante Sistema Interamericano), se haya construido en poco tiempo 
nuevo paradigma jurídico en torno a esta problemática, que incluso ha llegado a 
impactar la forma de concebir al derecho penal en los niveles nacionales e 
internacionales. 
1.3.2.1 Sistema Universal 
Al momento en que los primeros instrumentos sobre derechos humanos fueron 
redactados y aprobados, la práctica de la desaparición forzada no había sido 





Si bien, “durante la década de los años cincuenta las Naciones Unidas comenzó a 
reconocer las implicaciones legales y fatídicas de la desaparición forzada de 
personas respecto de los derechos de las personas” (Méndez & Vivanco, 1990, p. 
512). No fue sino en los años setenta en que la comunidad internacional a través de 
la Asamblea General comenzó a analizar el problema de manera independiente de 
otras violaciones a los derechos humanos. 
De lo anterior existe el antecedente a partir de las desapariciones forzadas ocurridas 
en Guatemala, Chile, Argentina y México (conocida como la guerra sucia) durante los 
años setentas, que fueron parte de una política gubernamental de represión 
extendida. 
La primera iniciativa para acatar este problema fue impulsada por los Estados de 
Canadá y del Reino Unido en la Asamblea General de las Naciones Unidas, con la 
asistencia del Secretario General de la Organización. Asimismo, se convirtió en la 
“Resolución 33/173, adoptada por la Asamblea General el 20 de diciembre de 1978” 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1978, p. 166). Si bien, esta resolución 
no era un instrumento de carácter judicial, se convirtió en la primera condena política 
mundial a esta práctica. 
La Resolución 33/173 convoco a los gobiernos a destinar los recursos necesarios 
para la búsqueda de personas desaparecidas, a la aplicación de la ley y al respecto a 
los derechos humanos de las personas. Además, caracterizo este crimen como una 
“situación continua de grave y flagrante violación a los derechos humanos” 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1979, p. 224). De ahí que esta 
resolución requiriera de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
para que abordara esta problemática, con el fin de realizar recomendaciones en este 
asunto. 
Lo anterior, se observa dos importantes problemas a resolver; primero, la necesidad 
de definir qué actos debían ser considerados como desaparición forzada, y segundo, 
la determinación de los mecanismos del Comité. Como primer mecanismo temático 




Involuntarias destinado a lidiar con este tipo específico de violación a los derechos 
humanos ocurrido a escala global. 
Posteriormente, en 2001, con el fin de redactar un instrumento normativo vinculante 
en materia de desaparición forzada de personas, en el Sistema Universal se creó un 
Grupo Especial de Trabajo en el que participaron Estados miembros y observadores 
de organizaciones de la sociedad civil. 
Dicho trabajo dio como resultado la Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. La cual adopto “la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 2006, entrando en 
vigor el 23 de diciembre de 2010. México firmo esta Convención Internacional el 6 de 
febrero de 2007” (Naciones Unidas, 2015). 
La Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas es un “instrumento internacional jurídicamente vinculante, 
que busca prevenir este fenómeno y reconocer el derecho de las víctimas y sus 
familiares a la justicia, la verdad y a una reparación” (Convención Internacional para 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas , 2007). 
Al respecto, este instrumento refleja un paso decisivo en la materia de Derechos 
Humanos que marca un punto importante en los esfuerzos iniciados por las Naciones 
Unidas para prevenir y condenar este delito. De igual manera, recopila en su texto, la 
discusión que se ha llevado en los últimos años a nivel internacional y nacional, 
complementando el corpus juris internacional en materia de desaparición forzada. 
1.3.2.2 Sistema Interamericano 
La práctica de la desaparición forzada ha extendido como un fenómeno sistemático y 
generalizado en muchos países de esta región. Como precedente de la protección a 
personas contra esta problemática en el sistema interamericano surge cuando 
comienza con la redacción de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas. 
En 1987, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (en 




adelante Comisión Interamericana o por sus siglas CIDH) que redactara como primer 
borrador de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 
En este sentido, se solicitó en el Comisión Interamericana de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos 1986-1987. La cual, la Comisión 
Interamericana produjo dicho boceto donde consulto con varias Organizaciones No 
Gubernamentales. 
Posteriormente, “la Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos del Consejo 
Permanente de la OEA estableció un grupo de Trabajo que paso varios años 
examinando el proyecto de la CIDH. En 1992, presenta una versión preliminar a la 
Asamblea General de la OEA” (Brody & González, 1997, p. 366). Cabe resaltar que, 
los trabajos, ideas y principios de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas han sido retomados en otros instrumentos internacionales, 
como es el Estatuto de Roma, que incluye este crimen en su artículo 7. 
La influencia de la Comisión Interamericana ha sido un pilar para el mejoramiento de 
los estándares de derechos humanos y democracia en los países del continente. A la 
par de la CIDH, el sistema interamericano ha sido complementado por la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana. Como primer proceso contencioso 
decidido en la CoIDH fue el Caso Velásquez Rodríguez: 
En Velásquez Rodríguez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
encontró un patrón de violaciones procesales que incluyeron la 
desaparición de Manfredo Ángel Velásquez Rodríguez. Este patrón 
consistía en el secuestro de personas que eran usualmente consideradas 
peligrosas a raíz de sus actividades políticas, utilizando el ejército y la 
policía para conducirlos a centros de detención ilegales y clandestinos. 
Estas detenciones eran seguidas de la negación sistemática de cualquier 
conocimiento de la detención o del destino de las víctimas. (Caso 
Velasquez Rodríguez vs Honduras, 1988, p. 147) 
En el Caso anterior, la Corte Interamericana determino que el Estado hondureño 
había violado de forma continua, en perjuicio de la víctima, los derechos 




Libertad personal, integridad personal, derecho a la vida y violando 
consecuentemente la obligación general de respetar los derechos. 
Cabe mencionar que a partir de este Caso, la CoIDH determino un marco probatorio 
de dos pasos en situaciones de desaparición forzada de personas. El primero está 
basado en los hechos, la cual es necesario demostrar la existencia de una práctica 
reiterada. En cuanto  el segundo, sucede una vez que la existencia de esta práctica 
extendida ha sido demostrada, es necesario que la misma tenga correspondencia 
con el caso concreto para determinar si el proceso corresponde. 
A partir del Caso Velásquez Rodríguez, la Corte Interamericano ha dictado 
sentencias condenatorias en diversos casos de desaparición forzada  de personas. 
Cabe mencionar que, desde la entrada en vigor de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, la jurisprudencia de la CoIDH se ha visto 
enriquecida. 
1.3.2.3 Sistema Mexicano 
La desaparición forzada de personas en México es una práctica que surgió en los 
décadas de los sesenta. Es a partir de aquí ha existido una grave violación a los 
derechos humanos. Entre 1969 y 1988 en el marco de la “lucha contrainsurgente que 
desplegó el Estado mexicano en contra de movimientos insurgentes y 
organizaciones sociales, período conocido como “Guerra Sucia”, se registraron entre 
1200 y 1800 desapariciones forzadas por motivos políticos” (González H. , 2016).  
Otra etapa donde se realizan desapariciones forzadas es en los años 1994 al 2000. 
A raíz de la aparición pública de movimientos sociales armados como el Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional (1994) y el Ejército Popular Revolucionario (1996). 
Desde el 2006 México vive un contexto marcado por la política de seguridad 
impulsada por el gobierno federal, la cual se expresa en la llamada “guerra contra el 
narcotráfico” (Olivares Alonso, La Jornada, 2013).  
Resultado de esta política de seguridad, tal como lo indican los diversos informes de 
las organizaciones de derechos humanos nacionales e internacionales, es el 




en contra de defensores y defensoras de derechos humanos y de la población en 
general. 
En el Informe del Grupo de Trabajo de la ONU sobre las Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias en su misión a México 18 al 31 de marzo de 2011, se menciona que 
“organizaciones de derechos humanos tenían documentadas hasta el 2010, 
alrededor de 3000 desapariciones forzadas en el país” (Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2012, p. 10). 
Sin embargo, a partir las 2011 organizaciones de derechos humanos y 
organizaciones sociales comenzaron a mencionar que el “número de desapariciones 
forzadas podía ascender a 10 mil e incluso se ha llegado a hablar en el 2012 de 
hasta 30 mil desapariciones forzadas, sólo en el período del gobierno de Felipe 
Calderón (2006-2012)” (Olivares Alonso, 2013). 
Recientemente, la desaparición de los 43 normalistas de la Escuela Rural “Isidro 
Burgos” de Ayotzinapa. Así como, los jóvenes desaparecidos en Tierra blanca, 
Veracruz. De estas evidencias, se sigue manifestando la falta de procuración de 
justicia en la omisión del debido proceso en la investigación de algún delito.  
Respecto a los precedentes en la protección de la desaparición forzada de personas, 
el 27 de noviembre de 2001, el Presidente Vicente Fox decretó la creación de la 
Fiscalía Especial para la Atención de Hechos Probables Constitutivos de Delitos 
Federales Cometidos Directa o Indirectamente por Servidores Públicos en Contra de 
Personas Vinculadas con Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (en adelante 
Femospp).  
La Femospp costó a los mexicanos 300 millones de pesos del erario 
público, reportando como resultado un “Informe Histórico a la Sociedad 
Mexicana”, hoy disponible en línea solamente en el portal de The George 
Washington University. Además, ninguno de los servidores públicos 
señalados por la sociedad civil como responsables de los delitos de 
desaparición forzada cumplió sentencia en la cárcel. Luis Echeverría, ex 
presidente acusado de la muerte de entre ciento cincuenta y trescientas 




personajes como Luis de la Barreda Moreno y Miguel Nazar Haro, ex 
titulares de la DFS, murieron en libertad, aun cuando eran acusados de 
genocidio, homicidio y desaparición forzada.  (Olivares Alonso, 2014)  
La fiscalía representaba la oportunidad para que el Estado mexicano demostrara que 
el castigo a responsables de crímenes del pasado era parte de la transición 
democrática.  Sin embargo, la intención de esta fiscalía era de impedir la intervención 
directa de la sociedad civil organizada para esclarecer los hechos del pasado.  
Cabe resaltar que, como precedente de protección a personas de desaparición 
forzada, el Caso Radilla, donde el 23 de septiembre de 2009, la CoIDH condena al 
Estado mexicano por diversas violaciones graves de derechos humanos. Además, 
señala al “Ejército mexicano como responsable de la desaparición forzada de 
Rosendo Radilla Pacheco” (Caso Radilla Pacheo vs. Estados Unidos Mexicanos, 
2009, p. 82). 
Este caso ha sido importante y trascendental en el ámbito jurídico del país, de ahí 
que se haya otorgado rango constitucional a los derechos humanos reconocidos en 
los tratados internacionales en los que México es parte. Asimismo, ha tomado las 
recomendaciones realizadas por la comunidad internacional en materia de Derechos 
Humanos. De ahí que lo conducente se haya adoptado en 2013 tanto en la Ley 
General de Víctimas como en la nueva Ley de Amparo. De igual manera, a través de 
estas leyes, el Estado garantiza el derecho a la verdad, justicia y reparación del 
daño. 
Por otra parte, en el año 2012  se realizó la Jornada de Diálogo sobre la Efectividad 
de los Mecanismos de Búsqueda/Localización de Personas Desaparecidas en 
cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el “Caso 12.791 Jesús Ángel 
Gutiérrez Olvera” (ver anexo 2), como seguimiento a los acuerdos establecidos en 
los casos en trámite ante la CIDH. En este dialogo, se destacó la impunidad del caso 
ante instancias federales y estatales, así como la violación a los derechos humanos 
de integridad, seguridad personal, libertad y dilación en la procuración de justicia. 
De igual manera, se reiteró que la desaparición forzada es un acto que afecta de 




adecuado tratamiento de este tipo de violaciones implica la garantía y protección del 
Estado mexicano del derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación. Debido  que 
se trata de un acto continuo, y este únicamente cesa al momento de encontrar a la 
persona o sus restos y la sanción de los responsables de la violación de los 
Derechos Humanos. 
En este contexto, en el año 2013 se emitió un informe en el marco del 149º Período 
de Sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  sobre la 
situación de la Desaparición Forzada de Personas en México. En este apartado, se 
determina  la situación del Estado mexicano en el contexto de esta práctica entre los 
años 2006 al 2012. Además, establece la negligencia por parte de las autoridades en 
la procuración de justicia en estos casos. 
1.4 El surgimiento de la prohibición de la Tortura y otros tratos crueles e 
inhumanos 
La práctica de la Tortura y otros tratos crueles e inhumanos ha existido desde 
civilizaciones antiguas a raíz de que el hombre descubrió que por medio del dolor y el 
sufrimiento de otros, podía conseguir ciertos beneficios. Dentro de los grandes 
desafíos en la comunidad internacional es la erradicación de la tortura en todas sus 
manifestaciones. Para las Naciones Unidas fue un reto asumido al poco tiempo de su 
fundación. De ahí que, como primer texto jurídico internacional que prohíbe esta 
acción se encontrase en su artículo 5 de la Declaración Universal. 
1.4.1 Sistema Universal 
Como se menciona anteriormente, la Declaración Universal fue uno de los primeros 
instrumentos legales de aplicación universal que garantizaban a todas las personas 
sobre la protección suficiente contra la tortura y los malos tratos. A partir de aquí, se 
crean diversos instrumentos jurídicos en la lucha contra la tortura, como es la 
Declaración sobre Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Trato 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1975, el Código de Conducta para 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley de 1979 y la Convención contra la 




La Declaración sobre la Protección de Todas las Personas Contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes fue aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1975, cuya finalidad fue 
“desarrollar el artículo 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de y 
el  artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1975, p. 95). Debido a que en estos artículos 
proclaman que nadie sera sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos 
y degradantes. 
Posteriormente, en 1979 se crea el Código de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir  la Ley, en la cual en su artículo 5 dispone que ningún 
funcionario de esta naturaleza podrá infringir, instigar o tolerar actos de tortura. Esta 
ley fue aprobada por la resolución 34/169 de 17 de diciembre de 1979. Sin embargo, 
el alcance y obligatoriedad tanto de la Declaración como el Código era, hasta cierto 
punto limitada, debido a que requerían para su cumplimiento de la voluntad política 
de los Estados. 
En el año 1984, se aprueba en la Asamblea General,  la Convención contra la 
Tortura de las Naciones Unidas, en vigor el 27 de junio de 1987 (Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 1984, p. 212). Esta Convención se convirtió en el primer 
instrumento internacional vinculante exclusivamente dedicado a la lucha contra la 
tortura. 
1.4.2 Sistema Interamericano 
Como surgimiento de la protección contra la Tortura en el sistema interamericano se 
adoptó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Que tiene 
como precedente de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes. 
Esta Convención Interamericana fue adoptada en 1985 y entró en vigor el 28 de 
febrero de 1987. Al firmar la Convención, “los Estados acuerdan adoptar una 
legislación nacional que siga las directrices explicadas por este tratado, haciendo 




Jurídicos de la OEA, 1985, p. 49). De ahí que, esta Convención sea un instrumento 
vinculante y previniendo y castigando todo tipo de tortura y  malos tratos. 
1.4.3 Sistema Mexicano 
La práctica de la tortura en México se ha presentado desde los inicios de la 
civilización mexicana, la cual se presentó en la época de la conquista durante la 
intervención de la religión a la comunidad indígena. Sin embargo, en el marco legal 
de protección de esta práctica se localiza en la Constitución Política de Los Estados 
Unidos Mexicano.  
El contenido que emana de la Carta Magna en las disposiciones 
aplicables en la materia; como la Ley General de Víctimas, la Ley Federal 
para la Prevención y Sanción de la Tortura, el Código Penal Federal 
(artículo 215 f XII y XIII), la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, la Ley de la Policía Federal, entre otras. (Meneses, 2013, pp. 
3-4)  
Ahora bien, derivado de los acuerdos internacionales sobre los derechos humanos, 
en específico en materia de tortura, que ha firmado el Estado mexicano está obligado 
a cumplir el contenido de todos y cada uno de esos tratados al ser suscritos. 
Asimismo, debe armonizar el contenido de su marco jurídico en apoyo a la 
erradicación de la tortura. 
…ya que en su conjunto prohíben el uso de ella como método de 
investigación o de obtención de confesiones o informes, ello tomando en 
cuenta que la práctica de la tortura tiene mayor aplicación durante la 
detención de las personas y puesta a disposición del representante social. 
(Gudiño Pelayo, 1995, p. 20) 
De tal forma que los mayores índices de tortura se producen en el contexto de la 
procuración de justicia. Debido a que le dan pleno valor probatorio a las confesiones 
con violencia, originando el encarcelamiento de personas inocentes o mediante 




Oficial de la Federación las reformas constitucionales en materia de justicia penal y 
seguridad pública. 
Es la propuesta de cambio más importante al sistema de justicia penal; 
prevista en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17 párrafo 
tercero, cuarto y sexto; 18,19, 20, 21 párrafo séptimo, 22, fracciones XXI y 
XXIII del apartado B del artículo 123, de la Constitución, cuya vigencia 
entrará en vigor en el año 2016, según lo establecido en el artículo 
segundo transitorio de las reformas citadas. (Meneses, 2013, p. 6)  
Derivado de ello, el 5 de marzo de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación el Decreto por el que se expidió el Código Nacional de Procedimientos 
Penales cuyas disposiciones son de orden público y de observancia en toda la 
República Mexicana. El objetivo de este Código, es de “establecerse las normas a 
aplicarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de conductas ilícitas” 
(Olson, 2014). Es decir que, se deberá transformar la justicia y la forma en la cual se 
procesan los delitos en México. 
Dentro de ese marco, se realiza la visita a México  del Relator Especial de Naciones 
Unidas sobre la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes en el periodo 
de abril a mayo de 2014. Donde expone en su informe que,  la tortura es 
generalizada en el Estado mexicano, y se presenta desde la detención hasta la 
puesta a disposición ante la autoridad judicial, es decir, en la procuración de justicia. 
También reconoce que, México transita actualmente en un periodo de importantes 
cambios constitucionales, legislativos, institucionales y de políticas públicas en lo 
relativo a los Derechos Humanos. Asimismo, la participación activa de las 
organizaciones no gubernamentales en la defensa de sus derechos. 
1.5 Antecedentes de la Procuración de Justicia en las violaciones de los 
Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite 
ante la CIDH 
De acuerdo al Informe N° 80/03 de la Comisión Interamericana de los Derechos 
Humanos menciona que el día  1 de febrero de 1999 los CC. Cruz Ávila Mondragón y 




Chihuahua, cuando presuntamente intentaban robar una escalera. Lo cual, los 
policías remitieron a las víctimas a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua (en adelante PGJC), en 
donde fueron torturados y después solo dejaron en libertad al C. Misael Labra 
Domínguez. Mientras que Cruz Ávila Mondragón se encuentra desaparecido. 
A pesar, de los recursos interpuestos por los familiares de la víctima, las autoridades 
de Chihuahua no realizaron las investigaciones y sanciones correspondientes. 
Debido que, el Estado mexicano argumenta en el Informe N° 80/03 que: 
• Los C.C. Cruz Ávila Mondragón y Misael Labra Domínguez fueron enviados a 
la Dirección de Seguridad Pública Municipal de la PGJC, donde ambos  
presentaron una detención de 36 horas y  no habiendo queja formal no se 
integró en una averiguación previa. Por lo que, ambas personas fueron 
puestas en libertad el día 3 de febrero 1999.  
• El C. Misael Labra Domínguez incurre en múltiples contradicciones y 
omisiones en sus declaraciones, en afirmar que el salió el día 2 de febrero de 
1999 y que regreso a preguntar por Cruz Ávila Mondragón. Además que, 
señala haber visto cuando golpeaban a su compañero. Por lo cual explica el 
Estado mexicano que esto no pudo ser posible, debido a que tenían que 
cumplir un arresto de 36 horas y que ambos estaban separados en celdas 
distintas. 
• Sostiene que Labra Domínguez omitió indicar que tanto él como el señor Ávila 
Mondragón estaban intoxicados en el momento de su arresto, donde la 
encargada de examinar a los detenidos de la Dirección de Seguridad Pública 
de Chihuahua, informo que ambos no presentaban lesión alguna, pero se 
encontraban intoxicados con barbitúricos (sedantes), esto de acuerdo con el 
Comunicado enviado a la Comisión Interamericana el día 30 de agosto de 
2000. 
De lo anterior, el Estado mexicano no ha comprobado el registro de ingreso y salida 
de los C.C. Cruz Ávila Mondragón y Misael Labra Domínguez de la Dirección de 




argumenta en el Informe 80/03 haber extraviado la papeleta de registro así como sus 
pertenencias, lo cual existe un procedimiento administrativo contra el funcionario 
responsable de la pérdida del registro correspondiente a las pertenencias del señor 
Ávila Mondragón. 
Sin embargo, el 23 de febrero y el 20 de abril de 1999 presentaron una denuncia 
ante la Comisión Estatal de Derechos  Humanos de Chihuahua. Misma que constato 
en su recomendación de diciembre de 1999 las deficiencias de la indagatoria y su 
efecto negativo sobre el esclarecimiento de los hechos. 
En cuanto a los recursos interpuestos, en el Informe 80/03 hace mención del 
comunicado enviado a la CIDH el día 16 de mayo del 2000, donde indica que el 
Estado mexicano no ofrece recurso alguno con la capacidad de resolver un caso de 
desaparición forzada como el de Cruz Ávila. Los peticionarios alegan que los 
mecanismos que podrían intentarse en este tipo de casos son el amparo y la 
denuncia penal. Por lo que los peticionarios realizaron este último en la PGJE de 
Chihuahua, donde inició una averiguación previa la cual no había producido ningún 
resultado  hasta la fecha de presentación de la petición ante la CIDH. 
Posteriormente, el 16 de mayo de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante por sus siglas CIDH), recibió una denuncia presentada por los 
representantes de la víctima: la Comisión de Solidaridad y Defensa de los Derechos 
Humanos, A.C. “COSYDDHAC “ y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
“CEJIL”, en la cual se argumentaba la responsabilidad internacional de los Estados 
Unidos Mexicanos (en adelante Estado) por la privación arbitraria de libertad, tortura 
y desaparición forzada de Cruz Ávila Mondragón, hechos que habrían sucedido a 
partir del 1º de febrero de 1999. Los representantes imputan igualmente 
responsabilidad internacional al Estado Mexicano por la falta de investigación y 
sanción de los hechos denunciados.  
De acuerdo a las constancias del expediente, durante el periodo transcurrido desde 
febrero de 1999 hasta la fecha de presentación de la denuncia ante la CIDH, los 
representantes hicieron varias gestiones para impulsar la investigación de dicho 




cautelares a la Comisión Interamericana para garantizar la vida e integridad física del 
señor Ávila Mondragón.  
También en un comunicado del Estado mexicano a la Comisión Interamericana el día 
18 de enero de 2002 menciona que las actuaciones de las autoridades ministeriales 
del Estado de Chihuahua dentro de la averiguación previa 11/99 se encuentra todas 
y cada una de ellas señaladas en autos, con el único fin de determinar la verdad 
histórica de los hechos, que es el objetivo  y la obligación del Ministerio Público en la 
etapa de la averiguación previa. 
Por otra parte, todo proceso legal en un órgano internacional deberá agotarse los 
recursos internos, es decir, en las instancias judiciales tanto estatales como 
federales. Sin embargo, ambas partes del presente caso coinciden en que estos 
recursos no han sido concluidos en México, esto conforme al artículo 46(1) de la 
Convención Americana.  
Artículo 46 
 1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los 
artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 
 a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción 
interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos; 
 b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la 
fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado 
de la decisión definitiva; 
 c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro 
procedimiento de arreglo internacional, y 
 d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la 
nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas 
o del representante legal de la entidad que somete la petición. 
De lo anterior, bajo este precepto no podría ser admisible el caso de estudio. Sin 




entre el Estado y los peticionarios respecto a la aplicabilidad de lo estipulado en el 
artículo 46(2) de la Convención antes citada, donde no se aplica la regla del 
agotamiento de los recursos internos.  
Artículo 46 
…2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando: 
 a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido 
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han 
sido violados; 
 b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso 
a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de 
agotarlos, y 
 c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos. 
La CIDH estableció que a efectos de admisibilidad que se ha verificado un retardo 
injustificado en la decisión de los órganos jurisdiccionales mexicanos respecto a los 
hechos denunciados. En consecuencia, la CIDH aplico la excepción al agotamiento 
de los recursos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46(2) (c) de la 
Convención Americana. 
Artículo 46 
…2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando: 
…c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 
recursos. 
En el mismo tenor la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que 
la invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos 
previstas en el artículo 46(2)  se encuentra estrechamente ligada a la determinación 




Americana, tales como el debido proceso y la protección judicial establecido en los 
artículos 8 y 25  de esta misma Convención. 
Hasta la fecha de admisión del presente informe, no se tiene conocimiento que 
hubiera concluido el procedimiento en la jurisdicción interna. A criterio de la CIDH, 
con base en lo expuesto por los representantes, la petición fue presentada dentro de 
un plazo razonable en los términos del artículo 32(2) de su Reglamento. 
Por consiguiente, el 22 de octubre de 2013 la CIDH declara admisible el presente 
caso en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos del señor Cruz 
Ávila Mondragón protegidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención 
Americana, en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional; 
así como de los artículos 1 y 8 de la  Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura. 
El 28 de noviembre de 2008, los familiares de la víctima y los representantes de 
estas y el Estado mexicano suscribieron el Acuerdo de Solución Amistosa de 
conformidad con los artículos 48.1.f de la Convención Americana de Derechos 
Humanos y el artículo 41 del Reglamento de la CIDH. Donde se establece que la 
Comisión, en cualquier etapa del caso, se pondrá a disposición de las partes iniciar 
un proceso de diálogo que permita a los Estados y a las presuntas víctimas entrar en 
negociaciones con el fin de llegar a una solución. 
En síntesis, los precedentes históricos sobre la procuración de justicia en la violación 
de los Derechos Humanos data en la época de las grandes civilizaciones donde los 
intentos de establecer las bases de estos derechos. No obstante, esta diligencia 
retoma después de los conflictos armados, donde se estableció el Sistema Universal 
de Derechos Humanos con sus sistemas regionales: Europeo, Africano e 
Interamericano. A todos ellos, se crean una serie de instrumentos que garantizan, 
protegen y promueven estos derechos, formando el corpus iuris internacional. 
Lo anteriormente expuesto, se realizó el estudio de la procuración de justicia en 
México en el Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la CIDH, bajo los 
ejes temáticos de la Desaparición Forzada y Tortura y de las Penas o Tratos 





LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN LAS VIOLACIONES DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 
En el presente capítulo se analizará los referentes teóricos de la procuración de 
justicia y los Derechos Humanos. Asimismo, se examinará la estructura del sistema 
interamericano y el nacional así como los instrumentos jurídicos. Posteriormente, se 
indagará en la procuración de justicia del Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón a 
través del marco jurídico Estatal, así como la Fiscalía, la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos y las Organizaciones Civiles. Además, se determinará las 
principales violaciones de Derechos Humanos del caso antes citado. 
2.1  Marco conceptual 
Es necesario delimitar el marco conceptual del problema de investigación. En este 
sentido, se analizarán las disposiciones generales entorno a dos temas: los 
Derechos Humanos y la Procuración de Justicia. Se creé que es importante 
desarrollar un breve análisis respecto a esto tópicos, debido a la situación actual al 
sistema de impartición de justicia en México. 
2.1.1 Disposiciones Generales acerca de los Derechos Humanos 
La noción de los Derechos Humanos se entiende en la protección de la dignidad de 
la persona frente al Estado. Si bien es cierto que, el poder público debe ejercerse al 
servicio del ser humano, no puede ser empleado lícitamente para ofender atributos 
inherentes a la persona. En la actualidad, la protección y defensa de estos derechos 
la procurado tanto el sistema universal con sus sistemas regionales, como el sistema 
mexicano. Con respecto al entendimiento estos derechos, se ha adoptado la 
definición establecida por la Organización de las Naciones Unidas, en la cual 
determina lo siguiente: 
Los derechos humanos son derechos inherentes a todos los seres 
humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, 
origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. 




Estos derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles. 
(Oficina del Alto Comisionado, 2015) 
En relación con la definición anterior, cuando se habla de los Derechos Humanos se 
entiende que son propios de la persona y que de ahí se desprenden una serie de 
características, como son la universalidad, inalienables, irrenunciables, 
imprescriptibles e indivisibilidad. Cabe resaltar que, el reconocimiento y formalización 
en el derecho positivo es indispensable para su protección eficaz. 
La defensa de los derechos humanos de ninguna manera es la defensa 
sólo aquello que el estado quiere conceder a la sociedad civil, sino que, 
por el contrario, los desposeídos ven sus necesidades como “derechos” 
que el estado está violando. Por tanto, los derechos humanos son 
precisamente lo contrario de lo que quiere el estado: son subversivos 
cuando se convierten en la reivindicación de mejores formas de vida. 
(Correas, 2003, p. 107) 
A lo anterior, el autor refiere que la defensa y protección de los Derechos Humanos 
está a cargo del Estado. Sin embargo, este no determina los derechos que el desee, 
sino que, se relacionan con lo que demande la sociedad y cree que es necesario en 
protegerlos. Como ya se mencionó en el capítulo anterior, estos derechos surgieron 
a partir de las atrocidades cometidas a la población en los conflictos armados, de ahí 
que se creara el Sistema Universal de los Derechos Humanos. 
Es entonces que, las características de los Derechos Humanos se aplican a toda 
persona existente en el mundo (universalidad). Así como, no se pueden enajenar ni 
nadie puede ser despojado de ellos (inalienables). No se pueden renunciar ni 
transferir a otra persona (irrenunciables). También, no prescriben porque esta 
determinados para toda la vida humana (imprescriptibles). Finalmente, no se pueden 







2.1.2 ¿Qué se entiende por Procuración de Justicia? 
La procuración de justicia en el contexto actual es un reto frente a la sociedad, 
debido a que se ha presentado múltiples violaciones durante el proceso de 
investigación del delito por parte de servidores públicos, que son garantes en la 
procuración, administración y defensa de los Derechos Humanos. Esta procuración 
consiste en: 
La procuración de justicia implica la tarea de asegurar el cumplimiento de 
las normas jurídicas, y al no estar circunscrita únicamente al ámbito penal 
y a la persecución de delitos, en múltiples aspectos defiende los intereses 
de la sociedad y de los grupos sociales desprotegidos. (De Pina Vara, 
2010, p. 168) 
Es decir, existe la figura de un procurador, quien tiene la tutela, representación y 
reiteración en la acción cotidiana, en cuanto al compromiso indeclinable de actuar 
conforme a la ley, con lo cual obtiene el reconocimiento social que merece quien está 
al servicio de la justicia.  
2.2 El sistema interamericano en la procuración de justicia en las violaciones 
de los Derechos Humanos 
El sistema Interamericano está integrado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La CIDH 
es un órgano principal y autónomo de la Organización de Estados Americanos, cuyo 
mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y que actúa en representación de todos los países miembros de la OEA. 
2.2.1 Organización de los Estados Americanos 
En este apartado se estudiará la estructura, funciones y competencia la Organización 
de los Estados Americanos (en adelante la OEA). Destacando la participación del 
Estado Mexicano en esta organización así como la procuración en las violaciones de 






Los Estados americanos consagran en esta Carta la organización internacional que 
han desarrollado para lograr “un orden de paz y de justicia, fomentar su solidaridad, 
robustecer su colaboración y defender su soberanía, su integridad territorial y su 
independencia” (Carta de la Organización de los Estados Americanos, 1949). La 
OEA realiza sus fines por medio de los siguientes órganos: 
Asamblea General 
La Asamblea General es el órgano supremo de la Organización de los Estados 
Americanos y está compuesta por las delegaciones de todos los Estados Miembros, 
quienes tienen derecho a hacerse representar y a emitir su voto. Tiene como 
atribuciones principales las que establece en el artículo 45 de la Carta de la OEA y 
son las siguientes: 
a) Decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la 
estructura y funciones de sus órganos y considerar cualquier asunto relativo a la 
convivencia de los Estados americanos; 
b) Dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, 
organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las 
de las otras instituciones del sistema interamericano; 
c) Robustecer y armonizar la cooperación con las Naciones Unidas y sus organismos 
especializados; 
d) Propiciar la colaboración, especialmente en los campos económico, social y 
cultural, con otras organizaciones internacionales que persigan propósitos análogos 
a los de la Organización de los Estados Americanos; 
e) Aprobar el programa-presupuesto de la Organización y fijar las cuotas de los 
Estados miembros; 
f) Considerar los informes de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores y las observaciones y recomendaciones que, con respecto a los informes 




Permanente, de conformidad con lo establecido en el párrafo f) del artículo 91, así 
como los informes de cualquier órgano que la propia Asamblea General requiera; 
g) Adoptar las normas generales que deben regir el funcionamiento de la Secretaría 
General, y 
h) Aprobar su reglamento y, por dos tercios de los votos, su temario. La Asamblea 
General ejercerá sus atribuciones de acuerdo con lo dispuesto en la Carta y en otros 
tratados interamericanos. (Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
1949) 
Comité Jurídico Interamericano 
El Comité Jurídico Interamericano es uno de los órganos por medio de los cuales la 
OEA realiza sus fines, esto de acuerdo en el Capítulo XIV de la Carta define su 
composición, atribuciones y funciones de la siguiente forma: “Sirve de cuerpo 
consultivo de la Organización en asuntos jurídicos; promueve el desarrollo progresivo 
y la codificación del derecho internacional; y estudia los problemas jurídicos 
referentes a la integración de los países para el desarrollo del Hemisferio” (Carta de 
la Organización de los Estados Americanos, 1949). 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es uno de los  órganos del 
Sistema Interamericano, responsables de la promoción y protección de estos 
derechos. Además de, realizar investigaciones, proponer soluciones amistosas, 
elaborar y emitir recomendaciones. Cabe señalar que, el procedimiento internacional 
consta de dos etapas, la primera se realiza ante la Comisión y la segunda en la Corte 
IDH.  
Secretaría General 
La Secretaría General es el órgano central y permanente de la Organización de los 
Estados Americanos. Cabe mencionar que, un secretario general será elegido por la 
Asamblea General para un período de cinco años y no podrá ser reelegido más de 
una vez ni sucedido por una persona de la misma nacionalidad. Tiene la atribución 




• Transmitir ex officio a los Estados miembros la convocatoria de la Asamblea 
General, de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, del 
Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y de las Conferencias 
Especializadas; 
• Asesorar a los otros órganos, según corresponda, en la preparación de los temarios 
y reglamentos; 
• Preparar el proyecto de programa-presupuesto de la Organización, sobre la base 
de los programas adoptados por los consejos, organismos y entidades cuyos gastos 
deban ser incluidos en el programa-presupuesto y, previa consulta con esos 
consejos o sus comisiones permanentes, someterlo a la Comisión Preparatoria de la 
Asamblea General y después a la Asamblea misma; 
• Proporcionar a la Asamblea General y a los demás órganos servicios permanentes 
y adecuados de secretaría y cumplir sus mandatos y encargos. Dentro de sus 
posibilidades, atender a las otras reuniones de la Organización; 
• Custodiar los documentos y archivos de las Conferencias Interamericanas, de la 
Asamblea General, de las Reuniones de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores, de los consejos y de las Conferencias Especializadas; 
• Servir de depositaria de los tratados y acuerdos interamericanos, así como de los 
instrumentos de ratificación de los mismos; 
• Presentar a la Asamblea General, en cada período ordinario de sesiones, un 
informe anual sobre las actividades y el estado financiero de la Organización, y 
•Establecer relaciones de cooperación, de acuerdo con lo que resuelva la Asamblea 
General o los consejos, con los Organismos Especializados y otros organismos 
nacionales e internacionales. 
Organismos Especializados 
El Capítulo XVIII de la Carta de la OEA define los Organismos Especializados como 
“organismos gubernamentales establecidos por acuerdos multilaterales, con 
determinadas funciones en materias técnicas de interés común para los Estados 




Actualmente existe los siguientes organismos; Organización Panamericana de Salud, 
Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes, Comisión Interamericana 
de Mujeres, Instituto Panamericano de Geografía e Historia y el Instituto 
Interamericano de Cooperación para la Agricultura. 
2.2.2 Comisión Interamericana de los Derechos Humanos 
En este apartado se determinará la estructura, funciones y competencia de la 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. Asimismo, se analizara el 
procedimiento, resoluciones, medidas cautelares y soluciones amistosas que surgen 
a través del proceso del Caso ante la CIDH.  
2.2.2.1 Estructura 
La Comisión se integra por siete miembros independientes que deben ser personas 
de alta autoridad moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos. 
Son elegidos a título  personal por la Asamblea General de  la OEA de una lista de 
candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados miembros. Los Miembros de 
la Comisión o comisionados son elegidos por cuatro años y sólo pueden ser 
reelegidos una vez. 
La directiva de la CIDH está compuesta por  un  presidente, un primer vicepresidente 
y un segundo vicepresidente, quienes deben cumplir las funciones señaladas en  el 
Reglamento de  la CIDH. Por su parte, la Secretaría Ejecutiva de la CIDH está 
compuesta por un secretario ejecutivo y por lo menos un secretario ejecutivo adjunto, 
y por el personal profesional, técnico y administrativo necesario para el cumplimiento 
de las instrucciones de la directiva de la CIDH o del presidente. 
2.2.2.2 Funciones 
De acuerdo con la Convención Americana, la CIDH tiene la función principal de 
promover la observancia y la defensa de los derechos humanos. Por ello que en el 
artículo 41 de Convención expone las  funciones y atribuciones de la CIDH, de las 
cuales cabe destacar las siguientes: 




• Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de  los 
Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos 
humanos dentro del marco de  sus  leyes  internas y sus preceptos constitucionales, 
al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos 
derechos. 
• Preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de 
sus  funciones. 
• Solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes 
sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos. 
2.2.2.3 Competencia 
Dentro de su mandato la CIDH está autorizada a recibir y tramitar comunicaciones 
individuales, preparar informes sobre países, y llevar a cabo visitas in loco (se refiere 
aquellas visitas para observar la situación general de los derechos humanos en un 
país, o para investigar una situación particular). A pesar de lo anterior, las quejas o 
peticiones individuales son la función de mayor impacto. 
De acuerdo a lo establecido en el artículo 44 de la Convención Americana y el 
artículo 23 del Reglamento de la CIDH, cualquier persona o grupo de personas, o 
entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros 
de la OEA, puede presentar ante la Comisión peticiones que contengan denuncias o 
quejas de violación a los instrumentos interamericanos de protección de los derechos 
humanos por parte de un Estado miembro de la OEA. 
En el artículo 45 de la Convención Americana se señala que todo Estado parte 
puede reconocer la competencia de la Comisión para recibir y examinar las 
comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en 
violaciones de los derechos humanos establecidos en la Convención. Asimismo, en 
el artículo 46 se exponen los requisitos para la admisión de una petición y en el 







La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación 
de cualquiera de los derechos que se consagran en los instrumentos interamericanos 
de  protección de los derechos humanos, procederá conforme a lo establecido en el 
artículo 30 de su Reglamento. 
Una vez admitida una petición, la CIDH con base en el artículo 38 de su Reglamento 
solicitará al Estado información al respecto, misma que deberá enviar dentro de un 
plazo de dos meses (con posibilidad de prórroga al considerarse las circunstancias 
de cada caso). 
Después verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación; 
posteriormente la CIDH analizará el asunto planteado, para lo que podrá pedir mayor 
información al Estado de considerarlo pertinente y en caso de considerarlo oportuno, 
propondrá que se llegue a una solución amistosa. 
De no llegarse a una solución, y dentro del plazo fijado por el Reglamento de la 
Comisión, ésta redactará un informe preliminar en el que expondrá los hechos y sus 
conclusiones. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no 
estarán facultados para publicarlo. Al transmitir el informe, la Comisión puede 
formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue adecuadas. 
2.2.2.5 Resoluciones 
La CIDH podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, un informe 
definitivo sobre la cuestión sometida a su consideración. Siempre y cuando si el 
asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la CoIDH por la Comisión 
o por el Estado interesado. Al emitir la resolución, la Comisión formula 
recomendaciones pertinentes y fija un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las 
medidas que le competan para cumplir con dichas recomendaciones.  
Transcurrido el periodo fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos 
de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no 
su informe. Sin embargo, se ha discutido sobre el carácter de obligatoriedad de las 




una recomendación emitida por un órgano no jurisdiccional (CIDH) y una sentencia 
por un órgano jurisdiccional (Corte IDH), radica en que la primera carezca de fuerza 
jurídica. No obstante, las funciones de la Comisión así como los informes y 
recomendaciones que emite son de gran valor y necesarios para que el Estado las 
tome en cuenta.  
2.2.2.6 Medidas cautelares 
En caso de gravedad y urgencia, como estar en peligro la vida, la integridad 
personal, la salud o cualquier derecho de los establecidos en los instrumentos 
interamericanos de  protección de los derechos humanos, consideradas “situaciones 
de  emergencia”, la CIDH, a petición de cualquier persona o entidad de la sociedad 
civil o motu proprio, tiene la facultad de pedir a cualquier Estado miembro de la OEA 
la adopción de “medidas cautelares” a fin de evitar daños irreparables a las personas 
que se encuentren bajo su jurisdicción. 
La solicitud deberá ser enviada a la sede de la CIDH (Washington, D.C.) por 
cualquier medio, incluyendo correo electrónico, telegrama o fax. Una vez recibida la 
solicitud, la CIDH la estudiará y decidirá si existen argumentos suficientes para 
otorgar las medidas cautelares o no. (El artículo 25 del Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos establece lo referente a las medidas 
cautelares). 
2.2.2.7 Soluciones amistosas 
Mediante el sistema de peticiones individuales se establece un procedimiento cuya 
finalidad es determinar la responsabilidad internacional de los Estados por 
violaciones a los derechos humanos. También prevé la posibilidad de que en 
cualquier etapa del examen de una petición o caso sea posible llegar a una solución 
amistosa del asunto, fundada en el respeto a los derechos humanos establecidos en 
el artículo 48.1.f) de la Convención Americana y el artículo 40 del Reglamento de la 
Comisión. 
Es de resaltar que, si esta solución no constituye una decisión sobre el fondo del 
asunto planteado ante la Comisión, el acuerdo de carácter voluntario al que lleguen 




por parte del Estado. Asimismo, permite generar espacios de diálogo, donde estos 
pueden alcanzar acuerdos que establecen medidas de reparación beneficiosas para 
las presuntas víctimas de la situación denunciada y muchas veces la sociedad en su 
conjunto.  
Por otra parte, para el Estado, el arreglo amistoso permite concluir la controversia, 
demostrar su compromiso de respeto y garantía de los derechos humanos y el 
cumplimiento de buena fe de las obligaciones asumidas en la Convención Americana 
y otros instrumentos regionales de protección de los derechos humanos.  
En adición a lo anterior, cabe resaltar que la efectividad del mecanismo de solución 
amistosa reposa de manera principal en dos pilares fundamentales: la voluntad de 
las partes de llegar a una solución amistosa del asunto y el cumplimiento de las 
medidas de reparación que contempla el acuerdo de solución amistosa, las cuales 
deben garantizar el respeto de los derechos humanos reconocidos en los 
instrumentos regionales. 
2.3 Procuración de justicia en México 
En este parámetro, se delimitará el marco jurídico constitucional respecto la 
procuración de justicia en materia de los Derechos Humanos en donde se 
determinará los elementos constitucionales en protección de estos derechos así 
como los artículos constitucionales relacionados a la temática de estudio. 
2.3.1 Marco jurídico constitucional de la procuración de justicia en materia de 
los Derechos Humanos 
El marco jurídico constitucional en la procuración de justicia en materia de Derechos 
Humanos se desglosará a través de los elementos constitucionales como son el 
Bloque constitucional, control de convencionalidad, parámetro de control de 
regulación constitucional, la interpretación conforme y el principio pro persona. 
Además, se analizaran los artículos 16 al 22 de la Constitución Política de los 




2.3.2 Elementos constitucionales en protección a los Derechos Humanos 
La Constitución es entendida cómo el eje regulador de un Estado de derecho, cuya 
finalidad será garantizar a todas las personas por igual sus derechos. Sin embargo, 
también deben de existir los medios idóneos para garantizar la defensa de la 
Constitución para conservar la normativa; prevenir su violación, y conservar el orden 
jurídico. 
Para la efectiva protección de los derechos humanos y garantías individuales 
algunos países de Latinoamérica han incluido en sus Constituciones ciertos 
elementos como es el bloque constitucional, el control de convencionalidad de 
acuerdo al artículo 133, el parámetro de control de regulación constitucional, así 
como la interpretación conforme y el principio pro persona. 
2.3.2.1 Bloque constitucional 
La reforma constitucional en materia de derechos humanos que entró en vigor en 
junio de 2011 colocó en el centro de la actuación del Estado mexicano la protección y 
garantía de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales ratificados por éste.  
Por ello, se trata de una reforma que impacta de manera sustantiva en la labor de 
todas las autoridades del país, toda vez que deben hacer efectiva la aplicación de la 
totalidad de las obligaciones reconocidas constitucionalmente. En relación al Bloque 
Constitucional, Muñoz (2011) manifiesta que: 
El Bloque de Constitucionalidad implica incorporar un parámetro de 
control constitucional, con normas y principios que no están contemplados 
directa o formalmente en la Constitución, pero que de conformidad con la 
propia Carta Magna, deben ser considerados con grado constitucional 
para el control de actos y leyes. El concepto entonces cobra 
trascendencia, para ampliar la esfera de derechos a ser protegidos por 
nuestros tribunales, a través de los diversos medios de control 





Entendido lo anterior como aquellas normas y principios que, sin aparecer 
formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros 
del control de constitucionalidad. Es por ello que, su finalidad es la añadir otras 
fuentes jurídicas del derecho constitucional como es la jurisprudencia, costumbre, 
tratados internacionales, etc., que ofrezcan un marco más amplio de interpretación. 
En este sentido, es necesario delimitar las funciones del bloque de constitucional: 
formal, sustancial y hermenéutica. 
Contrario a lo sostenido ---o no aceptado---por la SCJN, el artículo 1° 
constitucional permite concluir que en México existe un bloque de 
constitucionalidad… Ahora bien, asumir esto implica sostener que las 
normas de derechos humanos reconocidas en el artículo 1o. 
constitucional: i) gozan de jerarquía constitucional por remisión expresa 
del propio texto constitucional en el primer párrafo de al artículo 1o.; ii) 
forman parte del parámetro de control de regularidad, validez o 
constitucionalidad en sentido amplio, según se desprende de la 
interpretación integral del texto constitucional, y iii) constituyen normas 
jurídicas relevantes  para resolver conflictos constitucionales, según la 
dimensión  hermenéutica reconocida en el segundo párrafo del artículo 1o. 
constitucional. (Guerrero Zazueta, 2015, pp. 170-171) 
De lo anterior, expone el autor las tres funciones del bloque de constitucionalidad, 
donde la función formal refiere a que una norma internacional en su proceso de 
incorporación al derecho nacional, es inferior a la norma constitucional, pero una vez 
integrada al sistema jurídico respectivo, adquiere para ciertos efectos rango 
constitucional. 
Por otra parte, la función sustancial es la nota característica del bloque que de 
constitucionalidad es su identificación con el parámetro de control de regularidad 
constitucional. Es decir que, la Constitución, tratados internacionales y leyes 
federales integran este bloque, asimismo están dotadas del mismo rango. De igual 




resolución del expediente Varios 912/2010, mejor conocido como Caso Radilla, 
donde la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que:  
31. El parámetro de análisis de este tipo de control que deberán ejercer 
todos los jueces del país, se integra de la manera siguiente:  
• Todos los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal (con 
fundamento en los artículos 1º y 133), así como la jurisprudencia emitida 
por el Poder Judicial de la Federación;  
• Todos los derechos humanos contenidos en Tratados Internacionales en 
los que el Estado mexicano sea parte.   
• Criterios vinculantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
establecidos en las sentencias en las que el Estado mexicano haya sido 
parte, y criterios orientadores de la jurisprudencia y precedentes de la 
citada Corte, cuando el Estado mexicano no haya sido parte. (Varios 
912/2010, 2010, p. 33) 
Esto permite concluir que la SCJN considera que el bloque de constitucionalidad 
comprende las interpretaciones de los textos contenidos en criterios 
jurisprudenciales, ya sean emitidas por el Poder judicial de la Federación o por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Igualmente, se refuerza con lo resuelto 
en la contradicción de Tesis 293/2011: 
…la jurisprudencia interamericana se integra en un sistema de 
precedentes,  según el cual todos los criterios interpretativos contenidos 
en una resolución dictada por la Corte Interamericana con motivo de un 
asunto de naturaleza contenciosa gozan de fuerza vinculante, sin 
necesidad de que se siga un procedimiento formal distinto. En este 
sentido, cada pronunciamiento del tribunal interamericano se integra a la 
doctrina jurisprudencial interamericana, cuya fuerza vinculante debe 
entenderse en clave de progresividad, es decir, como un estándar mínimo 
que debe ser recibido por los Estados que hayan reconocido la 
competencia contenciosa de la Corte Interamericana para ser aplicados 




desarrollados o ampliados mediante jurisprudencia que resulte más 
favorecedora para las personas. (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
2011, p. 56) 
De lo anterior, se reconoce el valor de la jurisprudencia como una auténtica fuente 
normativa, diferente a los enunciados que se aplican para resolver un asunto. De 
igual manera, el carácter vinculante de esta emitida por la Corte IDH. Con 
independencia de la participación del Estado mexicano en el litigio que haya dado 
origen a los precedentes. 
Con respecto a la función hermenéutica del bloque de constitucionalidad, se utilizan 
como criterios relevantes para la solución de conflictos constitucionales. Pues las 
normas de este bloque no se encuentran jerarquizadas entre sí, de modo que los 
eventuales diferencias que surjan entre ellas deberá resolverse mediante técnicas 
como la ponderación. 
2.3.2.2 Control de convencionalidad (artículo 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos) 
La Reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 tiene como 
principal objetivo la apertura del sistema jurídico mexicano al ordenamiento 
internacional, con todo lo que ello supone: recepción de los tratados e incorporación 
de los mismos al derecho interno con rango constitucional. También el 
reconocimiento del derecho derivado de los propios tratados y de la jurisprudencia de 
las jurisdicciones internacionales que han sido reconocidas por el Estado mexicano, 
entre otras muchas cuestiones. La firma de un tratado significa que el Estado parte 
asume una serie de obligaciones, como lo señala Hitters, (2009) siguientes:    
• Derogación de normas que se opongan a lo que dispone el tratado, la 
cual refiere a la armonización del sistema jurídico interno respecto al 
internacional. 
• Realización de un diagnóstico respecto de los derechos regulados por 
los tratados internacionales, a fin de determinar con la mayor precisión 




• Reorganización de las competencias de las autoridades para que en 
todos los niveles de gobierno existan medidas de prevención de 
violaciones de derechos. Asimismo, la capacidad de investigación, 
sanción y reparación de tales violaciones cuando se hayan producido.  
Básicamente, el control de convencionalidad es consecuencia directa del deber de 
los Estados de tomar las medidas que sean necesarias para que los tratados 
internacionales que han firmado se apliquen adecuadamente. Es por ello que, este 
control representa un mecanismo procesal orientado a la revisión de la validez 
material de una norma de derecho interno, frente a un parámetro de regularidad 
convencional establecido en estos tratados y fuentes jurídicas que desarrollan su 
contenido y alcance. 
2.3.2.3 Interpretación conforme 
La reforma al artículo 1o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
ha introducido formalmente en el texto constitucional lo que se conoce como 
interpretación conforme.  El segundo párrafo de dicho artículo establece: “Las 
normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia” (Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 1917).  
La interpretación conforme es la actividad que consiste en buscar explicaciones de 
varios textos, por lo menos de dos, que sean compatibles entre sí. En otras palabras, 
su objetivo consiste en identificar una o más interpretaciones conformes como 
resultado de dicha acción. Para Konrad Hesse es: 
La idea que subyace en la interpretación conforme se basa en la idea de 
mantener el orden de valores de la Constitución a través de la 
interpretación de las leyes ordinarias. El principio de interpretación 
conforme encuentra sus raíces en el de la Unidad del Orden Jurídico; para 
mantener este orden, las leyes deben ser interpretadas de acuerdo con la 
Constitución y el derecho anterior adecuado a la nueva situación 




tengan el poder de decidir, la concretización de la Constitución a través del 
legislador debe ser contrastada a la luz de la Constitución. (Díaz Ricci, 
2007, p.66) 
La interpretación conforme no sólo presenta la cuestión sobre el contenido de la 
norma a analizar, sino también la cuestión sobre el contenido de la Constitución a la 
luz de la cual esa ley debe ser contrastada. Tal como se señala en la contradicción 
de Tesis 293/2011, el Pleno de la SCJN estableció que la interpretación conforme y 
el Principio pro persona son “dos herramientas interpretativas cuya aplicación resulta 
obligatoria en la interpretación de las normas de derechos humanos” (Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2011, pp. 34-35). Es decir que, es obligatorio para los 
jueces nacionales que se enfrenten a la necesidad de interpretar una norma de 
derechos humanos a considerar en dicha interpretación al catálogo de derechos 
humanos que ahora reconoce el texto constitucional. 
2.3.2.4 Principio Pro Persona 
Es un derecho plasmado en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos que requiere su vinculación con la violación de un derecho humano para 
su efectividad. El segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución, que entró en 
vigor el 11 de junio de 2011, establece: “Las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia.” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
1917) 
Tal derecho es un principio de interpretación pro persona que implica que las normas 
relativas a derechos humanos se interpreten de acuerdo con la propia Constitución y 
con los tratados internacionales. Favoreciendo en todo tiempo la protección más 
amplia a las personas, constituyendo así, una herramienta hermenéutica para lograr 
la efectiva protección de los gobernados en relación, siempre, con un derecho 




2.3.3 Procuraduría General de la República y Procuradurías Estatales 
En el sistema de procuración de justicia en México, recae principalmente en el 
órgano dependiente del poder ejecutivo, es la Procuraduría General de la República 
(en adelante PGR). Quien representa esta institución es un Procurador y junto con el 
Ministerio Público así como los elementos de la policía y peritos, recae esta 
obligación, que es garantizar el debido proceso y salvaguardar los Derechos 
Humanos. Tal como lo señala en su portal: 
La Procuraduría General de la República es el órgano del poder Ejecutivo 
Federal, que se encarga principalmente de investigar y perseguir los 
delitos del orden federal y cuyo titular es el Procurador General de la 
República, quien preside al Ministerio Público de la Federación y a sus 
órganos auxiliares que son la policía investigadora y los peritos. (Gob.mx, 
2016) 
Lo anterior, refleja el compromiso que tiene con la sociedad en la investigación y 
persecución del delito.  Con respecto a las procuradurías estatales, la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de la República establece que, las entidades federativas 
contarán con sus procuradurías y estarán sujetas a la coordinación de la PGR. 
Fundamento Constitucional de la Procuraduría General de la República 
La procuración de justicia es un ámbito clave para el adecuado funcionamiento del 
sistema de justicia penal. Los principales mandatos que establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos mexicanos hacia la Procuraduría General de la 
República, son los siguientes: 
Fundamentos  Consiste 
Artículos 21 y 102 constitucionales 
Artículo 4o. de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la 
República 
Refiere a la función de investigación y 
persecución de los delitos federales, así 





Artículos 21 y 102 constitucionales Establece las directrices para la 
conducción y la implementación de la 
política criminal de la Federación, cuyo 
objetivo es determinar las prioridades 
en su actuación, así como las 
estrategias para alcanzarlas y los 
mecanismos para medir su impacto. 
Artículos 102, 105 y 107 
constitucionales 
Determinan su función como órgano de 
defensa de los intereses de la sociedad 
y de la Federación para que no se 
violen los derechos humanos de los 
gobernados. Esta defensa es llevada a 
cabo a través del juicio de amparo, así 
como de acciones de 
inconstitucionalidad, controversias 
constitucionales, acciones colectivas y 
la solicitud de ejercicio de la facultad de 
atracción de los amparos directos por 
parte de la SCJN. 
 
2.4 Procuración de justicia en las violaciones de los Derechos Humanos en el 
Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón 
La Procuración de Justicia en las violaciones de los Derechos Humanos en el Caso 
12.287 Cruz Ávila Mondragón transcendió al ámbito internacional, el cual está en 
trámite ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, su estatus del 
caso se encuentra en un Acuerdo de Solución Amistosa. 
Cabe mencionar que, el caso solo se llevó ante jurisdicción estatal, debido a que las 
víctimas observaron por parte de la procuración de justicia del Estado de Chihuahua 




representantes, una petición de admisibilidad ante la CIDH recurriendo a los 
supuestos del artículo 46(2) de la Convención Americana, declarando admisible el 
caso. 
2.4.1 Violación a los Derechos Humanos en el Caso 12.287 Cruz Ávila 
Mondragón 
De acuerdo al Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón fue detenido el 1o. de febrero de 
1999 por elementos de la Policía Municipal de Chihuahua junto con Misael Labra 
Domínguez, cuando presuntamente intentaban robar una escalera. Fueron remitidos 
a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de la Procuraduría General de Justicia 
de Chihuahua, en donde torturaron y posteriormente desaparecieron a Cruz Ávila 
Mondragón A pesar de los recursos interpuestos por los familiares de la víctima, las 
autoridades de Chihuahua no realizaron las investigaciones correspondientes. 
Los Derechos alegados por los peticionarios del Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón 
están establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos,  Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas. Sin embargo, la CIDH, en su informe de 
admisibilidad, solo considera violatorios los derechos en los artículos de los primeros 
dos instrumentos. 
2.4.2 Convención Americana de Derechos Humanos 
En este instrumento, la parte victimaria considera violatorio los derechos que 
comprende los deberes de los Estados y los derechos que debe proteger. A esto el 
Estado mexicano, tiene obligación en la protección de estos derechos, que a 
continuación se describirá: 
• Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 




posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
(Convención Americana de Derechos Humanos, 1981) 
Este artículo es el fundamento sobre la cual descansa el sistema de derechos y 
libertades de dicho instrumento y el Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos. La obligación de los Estados Parte de respetar los derechos y 
libertades ahí contenidos y garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción sin discriminación alguna, conlleva en el objeto, fin del 
tratado y en el entendimiento que deben tener todos los jueces nacionales e 
internacionales para lograr la plena efectividad de los derechos y libertades que 
contiene. 
• Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2) 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades. (Convención Americana de 
Derechos Humanos, 1981) 
De lo anterior, es preciso resaltar que uno de los deberes convencionales de los 
Estados es la armonización del Derecho Internacional de los Derechos Humanos con 
la normatividad interna. Sean legislativas o de otro carácter, para otorgar efectividad 
a los derechos y libertades previstos en los tratados internacionales. 
• Derecho a la vida (artículo 4) 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 
estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 




establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. 
Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique 
actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han 
abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos 
ni comunes conexos con los políticos. 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de 
la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más 
de setenta, ni se le aplicara a las mujeres en estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, 
el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos 
en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la 
solicitud este pendiente de decisión ante autoridad competente. 
(Convención Americana de Derechos Humanos, 1981) 
El derecho a la vida que tiene toda persona humana es la condición previa necesaria 
para la realización y disfrute de todos los demás derechos. En efecto, de no ser 
respetado y garantizado este derecho, los demás derechos de la persona se 
desvanecen, ya que se afecta la existencia misma de su titular. Como consecuencia 
de ello, no son aceptables las restricciones del derecho a la vida que configuran, por 
tanto, una violación a la Convención Americana y que comprometen la 
responsabilidad internacional de los Estados partes. 
• Derecho a la integridad personal (artículo 5) 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 
psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.  




4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 
circunstancias. 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de 
los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor 
celeridad posible, para su tratamiento. 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados. (Convención 
Americana de Derechos Humanos, 1981) 
En el sistema interamericano se construyen sobre algunos pilares básicos vinculados 
con la protección de la dignidad del ser humano, como es el derecho de toda 
persona a su integridad personal. Este proceso de protección, ha evolucionado 
desde un uso constante de dichas prácticas como forma de sanción,  pasando por un 
uso regulado como forma de obtener confesiones, a los intentos por controlar las 
formas en que se infligía sufrimiento deliberado a una persona en el proceso de 
inquisición. De esta forma, este derecho y la prohibición de afectaciones ilegítimas al 
mismo se reconocen, acepta y protege.  
• Derecho a la libertad personal (artículo 7) 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a las seguridades 
personales. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en 
las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los 
Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de 
su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados 
contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 




ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad 
podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en 
el juicio. 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o 
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la 
legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la 
detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que 
toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene 
derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida 
sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido 
ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos 
de autoridad judicial competente dictados por incumplimiento de deberes 
alimentarios. (Convención Americana de Derechos Humanos, 1981) 
Se trata de uno de los derechos que ha sido abordado por la jurisprudencia de la 
Corte IDH. Un número de casos en que este derecho ha sido considerado, guarda 
conexión con situaciones de secuestro o detención que desembocaron en una 
desaparición forzada o en la privación de la vida. El análisis de esta clase de 
vulneraciones de la libertad personal ha estado a menudo vinculado a contextos de 
violencia generalizada y de violaciones graves a los derechos humanos.  
Pero junto a este tipo de casos, la Corte Interamericana ha conocido de otros 
referidos a privaciones de libertad que se desarrollan dentro de un proceso penal, a 
menudo bajo la cobertura de la legislación interna pero sin cumplir las exigencias 
sustantivas o adjetivas de la Convención.  
• Derecho a las garantías judiciales (artículo 8) 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 




la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante 
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido 
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con 
su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por 
el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no 
se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo 
establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, y 
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción 
de ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 




5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. (Convención Americana de Derechos 
Humanos, 1981) 
La extensión y particular complejidad de la sistematización en las garantías judiciales 
se debe, a que la mayoría de los casos sometidos a la competencia contenciosa de 
la Corte Interamericana incluye controversias relacionadas con el debido proceso, 
suspensión de un análisis de las garantías judiciales en relación con los demás 
derechos reconocidos en la Convención Americana. 
• Derecho a la protección judicial (artículo 25) 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos 
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales. 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal 
del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
recurso; 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso. (Convención 
Americana de Derechos Humanos, 1981) 
Respecto al contenido, exigencias y alcances del derecho a la protección judicial, 
reconocido en este artículo de la Convención Americana.  Al igual que el artículo 8 de 
esta misma ley,  el artículo 25 consagra  el derecho de acceso a la justicia y la 
correspondiente obligación estatal de garantizar a toda persona el acceso a la 





2.4.3 Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 
Bajo este instrumento, las partes examinan que el presente caso incurre en la 
desaparición forzada. Es por ello que, utilizan algunos preceptos de esta ley que 
fueron violentados por el Estado mexicano. Tal como se menciona a continuación: 
• Artículo I 
Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a: 
a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, 
ni aun en estado de emergencia, excepción o suspensión de garantías 
individuales; 
b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y 
encubridores del delito de desaparición forzada de personas, así como la 
tentativa de comisión del mismo; 
c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la 
desaparición forzada de personas; y 
d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de 
cualquier otra índole necesaria para cumplir con los compromisos 
asumidos en la presente Convención. (Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas , 2002) 
En este sentido, los Estados Parte de la Convención en cita, refiere a la obligación de 
no practicar, ni permitir el uso de esta práctica aun cuando estén en conflicto o 
suspensión de garantías, como es el caso del Estado mexicano en el artículo 29 
constitucional. De igual manera, debe establecerse sanciones en contra de los 
autores, cómplices y encubridores de este delito. Asimismo debe de existir 
cooperación entre los Estados para la prevención, sanción y erradicación así como 
crear medidas en las leyes internas para cumplir este artículo 
• Artículo III 
Los Estados Parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 




necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, 
y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema 
gravedad. Dicho delito será considerado como continuado o permanente 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 
Los Estados Parte podrán establecer circunstancias atenuantes para los 
que hubieren participado en actos que constituyan una desaparición 
forzada cuando contribuyan a la aparición con vida de la víctima o 
suministren informaciones que permitan esclarecer la desaparición forzada 
de una persona. (Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas , 2002) 
En el presente artículo refiere al compromiso de los Estados en tipificar la práctica de 
la desaparición forzada como delito en los ordenamientos internos en materia 
judicial. Con el fin de establecer el paradero con vida de la víctima así como el 
esclarecimiento de la desaparición de la persona. 
• Artículo XI 
Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de 
detención oficialmente reconocidos y presentada sin demora, conforme a 
la legislación interna respectiva, a la autoridad judicial competente. 
Los Estados Partes establecerán y mantendrán registros oficiales 
actualizados sobre sus detenidos y, conforme a su legislación interna, los 
pondrán a disposición de los familiares, jueces, abogados, cualquier 
persona con interés legítimo y otras autoridades. (Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas , 2002) 
En el caso que nos ocupa, es vital el derecho alegado en este artículo, debido a que 
el conflicto que se suscita es por la privación de la libertad de la víctima sin una 
detención oficial así como la falta de registros de los detenidos como el ocultamiento 






2.4.4 Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
Esta Convención constituye parte del corpus iuris interamericano. El propósito de 
este instrumento es permitir las condiciones en el reconocimiento y respeto de la 
dignidad inherente a la persona humana. Asimismo que, se aseguren el ejercicio 
pleno de sus libertades y derechos fundamentales. Es este sentido, las víctimas 
consideran violatorios estos derechos consagrados en los siguientes artículos: 
• Artículo 1 
Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de 
la presente Convención (Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, 1987). En relación con este precepto, se determina la obligación  del Estado 
mexicano, en cuestión del caso de análisis, a prever y castigar a todo aquel que 
realice actos de esta práctica. 
• Artículo 8 
Los Estados Parte garantizarán a toda persona que denuncie haber sido 
sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso 
sea examinado imparcialmente. 
Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha 
cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados 
partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio 
y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 
Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y 
los recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias 
internacionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado. 
(Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 1987) 
En términos de este artículo, la Convención establece el deber de los Estados en  
garantizar que toda persona que denuncie haber sufrido tortura en el proceso de 
investigación por parte de los encargados en la procuración de justicia, deberán ser 




víctimas, podrán solicitar en instancia internacionales, cuando hayan agotado el 
ordenamiento jurídico interno. 
En conclusión, la Procuración de Justicia en el Nuevo Sistema Penal Acusatorio-
Adversarial y  Oral en México, es un reto para todos los servidores públicos 
encargados de investigar, vigilar, proteger y defender los Derechos Humanos. Cabe 
resaltar que, la comunidad internacional, en particular el sistema interamericano, han 
realizado una serie de recomendaciones con base a los informes de las relatorías en 




















MARCO METODOLÓGICO DE LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA EN LA 
VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL CASO 12.287 CRUZ ÁVILA 
MONDRAGÓN 
En este capítulo de la investigación se realiza la presentación del marco 
metodológico de la procuración de justicia en la violación de los derechos humanos 
en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón. Desde la perspectiva del paradigma mixto 
(cuantitativo-cualitativo). 
3.1 Paradigma de la investigación 
En todas las ciencias sociales, no puede haber un método único. Existen diversos 
enfoques metodológicos sostenidos o sustentados en ciertos fundamentos que 
desarrollados con alguna argumentación, pretenden convencer, justificar y legitimar 
los diversos discursos científicos. 
… el tipo de ciencia social que se puede hacer depende de la relación 
social que se tenga con el mundo social [lo que se traduce] en la función 
que el investigador le asigna consciente o inconsciente a su práctica y 
que orienta sus estrategias de investigación: objetos elegidos, métodos 
empleados, etc. Uno no puede tener como objetivo comprender el mundo 
social, en el sentido de comprender por comprender. Uno puedo por lo 
contrario, buscar técnicas que permitan manipularlo, poniendo así la 
sociología al servicio de la gestión de orden establecido. (Bourdieu, 2008, 
p. 28) 
De lo anterior menciona el autor que, una de las facetas de la labor del investigador 
es realizar esa actividad con el único objeto de tener una impresión cognoscitiva 
acerca de lo investigado, sin añadir ningún elemento de manipulación al propio 
fenómeno. 
La ciencia indaga su objeto de estudio utilizando de una manera sistémica y rigurosa, 
métodos y medios especiales de conocimiento para obtener datos empíricos, 




un paradigma de la investigación que tiene su fundamento metodológico en la 
concepción científica general sobre la realidad objetiva. 
La procuración de justicia en las violaciones de los derechos humanos en el Caso 
12.287 Cruz Ávila Mondragón como objeto de investigación ha sido abordada desde 
el paradigma mixto de la investigación científica cuantitativa-cualitativa en las 
ciencias sociales. 
El paradigma mixto refuerza por un lado, la objetividad de la información que se 
recopila y procesa, razón por la cual exige el tratamiento estadístico de los datos y la 
cuantificación de las observaciones para obtener el rigor requerido. Por otro lado, 
permite establecer relaciones de causa y efecto y crear un juicio propio, debido que 
la interpretación funge como un proceso de nivel racional que involucra al 
pensamiento del investigador. 
3.2 Tipo de investigación 
El tipo de investigación del presente trabajo se desarrolló bajo el enfoque mixto. 
Debido a que este tipo de enfoque permitió medir y estimar la magnitud de las 
violaciones de los derechos humanos en los casos de desaparición forzada y tortura 
en México y que están en trámite ante la CIDH. Así como, enriquecimiento de las 
muestras y consolidando interpretaciones sobre este tema. 
En este mismo parámetro, el enfoque cuantitativo permitió  la recolección de datos y 
análisis con el fin de conocer los porcentajes en la muestra estadística, de cual se 
desarrollaron tablas y graficas que requirieron el diagnóstico actual de las violaciones 
de los Derechos Humanos. Asimismo, el enfoque cualitativo facilitó una amplia 
perspectiva de estos datos, consolidando argumentos e interpretaciones del caso en 
estudio.  
3.3 Participantes en el estudio 
La investigación de esta tesis es sobre la procuración de justicia en la violación de 
los Derechos Humanos del caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, que permita la disminución de 




El objetivo en esta investigación es la elaboración de un conjunto de 
recomendaciones jurídicas sobre la procuración de justicia en la violación de los 
Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, en trámite ante la 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. 
Por tal motivo se realizó la recolección y análisis de datos estadísticos extraídos de 
diferentes grupos relacionados al tema de investigación, como son las 
organizaciones civiles, organismos autónomos así como las acciones que ha 
realizado el Estado mexicano. 
Por ello es necesario tener participantes en el estudio, como población de la presente 
investigación es la procuración de justicia en la violación de los derechos humanos 
en los casos en trámite ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. 
De ahí que, se seleccionó como muestra no probabilística la procuración de justicia 
del Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la CIDH. 
3.4 Métodos de investigación 
Los métodos de investigación son auxiliares y complementarias entre sí de 
conformidad con el objetivo de la investigación. Bajo este parámetro, se determinó 
las características de cada uno de estos, con la finalidad de resolver las cuestiones 
metodológicas del proyecto de tesis a desarrollar. 
3.4.1 Métodos teóricos 
Este proyecto requirió de métodos teóricos con la finalidad de estructurar la tesis. 
Como métodos teóricos se utilizaron: la revisión de documentos, método de análisis 
y síntesis, método descriptivo, método deductivo, método inductivo y método 
analógico o comparativo. 
Método de revisión de documentos 
Este método se empleó para sustentar los registros de los antecedentes históricos de 
la procuración de justicia en las violaciones de los derechos humanos. De acuerdo a 






Método de análisis y síntesis 
El método de análisis y síntesis se aplicó en la presente investigación donde se 
utilizó la separación de las partes constitutivas de lo referente a la procuración de 
justicia en los casos de violaciones de los derechos humanos. 
Método descriptivo 
Este método se aplicó para ordenar los elementos obtenidos de la información 
recolectada, con base a las observaciones de las conductas realizadas en ciertas 
investigaciones hechas en la tesis. De acuerdo con lo anterior, permitió obtener 
ciertas características, factores, procedimientos y otras variables de fenómenos y 
hechos.  
Método deductivo 
Se utilizó para deducir en este proyecto el fenómeno social, la cual se logró precisar 
recomendaciones para la procuración de justicia en la violación de los Derechos 
Humanos del caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la Comisión 
Interamericana de los Derechos Humanos, que permita la disminución de la 
impunidad en materia de tortura y desaparición forzada. 
Método inductivo 
Se consideró para realizar conclusiones generales de la investigación, a través de 
presentación de casos en procesos jurídicos, resoluciones jurisdiccionales y 
jurisprudencia. Asimismo, sirvió de complemento de lo recabado con el método 
anterior. 
Método analógico o comparativo 
Consistió en la comparación de la procuración de justicia en México en los casos en 
trámite ante la Comisión Interamericana con los demás estados del mismo sistema. 
Permitiendo obtener datos estadísticos así como información de experiencia en el 




3.4.2 Método cuantitativo 
En el método cuantitativo, que utiliza la recolección y análisis de datos para contestar 
las preguntas de investigación. Asimismo, los datos estadísticos en la numeración, el 
conteo y la investigación de campo. El uso de la estadística determina con exactitud 
los patrones de comportamiento en una población y muestra. 
Por consiguiente, en el presente método cuantitativo se apegará a los siguientes 
lineamientos con base a las características de este enfoque, con el fin de determinar 
el fenómeno social. 
 Se elegirán  diversas ideas que se transforman en una o varias preguntas de 
investigación. 
 Medir las variables en un determinado contexto. 
 Analizar dichas mediciones obtenidas mediante métodos estadísticos. 
 La forma confiable para conocer la realidad es a través de la recolección y 
análisis de datos. 
Con relación al tema de investigación, la procuración de justicia en la violación de los 
Derechos Humanos del caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, se realizó bajo el enfoque 
cuantitativo. Debido a que se obtuvo y analizo datos meramente estadísticos. 
3.4.3 Método cualitativo 
El método cualitativo, se utilizó con el fin de reforzar lo obtenido con el anterior método 
descrito. Esto es que, las aseveraciones de la medición cuantitativa permitieron realizar una 
descripción más amplia de aquellos casos que se encuentran en trámite ante un órgano 
internacional, así como el proceso de la procuración de justicia en el sistema penal 
mexicano. Cabe señalar que, la investigación se apegó a las características principales de 
este enfoque: 
 No consta de un solo método, sino que incluye diversas perspectivas teóricas y 
métodos en específico de indagación en dependencia del objeto de investigación. 
 Se centra en la ciencia social, es decir, tal como la perciben los participantes del 
estudio. 




 Empleo de métodos múltiples de recopilación de datos, lo que permite validar la 
información obtenida. 
 Aborda el objeto de estudio en sus relaciones contextuales desde una perspectiva 
amplia. 
3.4.4 Métodos empíricos 
Los métodos empíricos permitieron discernir las características fundamentales del 
objeto de estudio, accesibles a la detección de la percepción, a través de 
procedimientos prácticos con el objeto y diversos medios de estudio. 
La investigación empírica permitió hacer una serie de investigación referente a la 
problemática, retomando experiencia de otros autores, para de ahí a partir con sus 
exploración. También conllevo a efectuar el análisis preliminar de la información, así 
como verificar y comprobar las concepciones teóricas.  
Método de observación 
Entre los métodos empíricos tenemos el método de observación, el cual se utilizó 
para hacer un registro en forma sistemática de patrones conductuales de las 
personas, objetos y sucesos. A fin de obtener información sobre el fenómeno de 
interés, mientras ocurre y como se presenta en la Comisión Interamericana de los 
Derechos Humanos. 
3.5 Técnicas de investigación 
En la investigación científica las técnicas tienen especial aplicación para la 
comprobación o desaprobación de hipótesis y en la observación de fenómenos 
socio-jurídicos. Mediante estas, es posible la captura de datos directamente de la 
fuente donde se generan, lo cual propicia una información directa respecto del objeto 
de la investigación. Entre las técnicas destacan las de observación científica, 
recolección, procesamientos, análisis e interpretación de datos y procesos. 
Técnica de observación científica 
La investigación científica comienza desde el nivel de la observación, la cual sugiere 




datos. En referencia al tema, esta investigación científica es meramente jurídica, por 
lo que permitió suministrar información y delimitar el problema de investigación. 
Técnica de encuesta y entrevista 
La diversidad de datos, casos y procesos que se presentan en la actualidad, 
constituyen las fuentes fundamentales para realizar investigación jurídica. En la 
presente investigación se utilizó las técnicas de encuesta al muestreo de 
organizaciones no gubernamentales en defensa de los derechos humanos así como 
los peritos en el proceso de la procuración de justicia. Por otra parte, se realizó una 
entrevista a experto en la materia de casos en trámite ante la CIDH.   
Técnica de captura y sistematización de información 
Esta técnica consistió en el registro y sistematización de instrumentos legales y 
casos en relación al estudio de la investigación. Estos registros jurídicos abarcan  
recursos tanto nacionales como internacionales. Asimismo, de aquellos registros de 
















DIAGNÓSTICO ACTUAL DEL PROBLEMA 
Expuesto en los capítulos anteriores, la procuración de justicia en México ha sido un 
área donde se presenta el mayor número de violación en los Derechos Humanos, tal 
es el caso de estudio, donde representa esta situación. Sin embargo, el mismo 
Estado ha implementado acciones para combatir estas deficiencias que se presenta 
entorno al sistema penal mexicano. A continuación, se realizara un diagnostico actual 
sobre esta temática de estudio.  
4.1 Situación actual de la Procuración de Justicia de los Derechos Humanos  
En este rubro se desarrollara una serie de datos estadísticos del sistema 
interamericano y el sistema mexicano. En este sentido, se utilizaran gráficos de las 
actividades que realiza la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, así 
como, el Censo Nacional de Procuración de Justicia Federal 2014 (en adelante 
CNPJF 2014) y el  Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2015 (en 
adelante CNPJE 2015) por parte del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (en 
adelante INEGI). 
4.2 Actividades en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en el 2015 
La CIDH observa la situación general de los Derechos Humanos en los Estados 
Miembros y publica informes especiales sobre la situación en determinado Estado 
cuando lo considera apropiado. Además, recibe, analiza e investiga peticiones 
individuales en que se alegan violaciones de estos derechos. En su Informe Anual 





La gráfica anterior, representa las solicitudes que realizan las partes victimarias, las 
que le denominan peticionarios, para que su caso se ha admitido por la Comisión 
Interamericana. Cabe señalar, que, el Estado mexicano sobresale con el mayor 
número de solicitud. Sin embargo, también refleja la ausencia de la procuración y 
administración de justicia en el sistema penal, así como los casos violatorios a los 






En relación en esta gráfica, el Estado mexicano cuenta con un total de 149 peticiones 
y casos en trámite, lo cual refiere a que conforma uno de los principales Estados con 
mayor incidencia en las violaciones a los derechos humanos. Contexto social que 
experimentó durante estos últimos años, como fue principalmente las desapariciones 





Cabe resaltar que, México no presento en este año, casos enviados a la Corte IDH, 
esto quiere decir que el Estado mexicano ha realizado acciones para el seguimiento 
y reparación de los daños causados a la víctimas. Asimismo, ha adoptado las 
recomendaciones por parte de la Comisión. Si bien es cierto, cuando el Estado es 
omiso al caso señalado por este órgano, lo remite ante la Corte.  
En resumen, México ha tenido en aumento casos en trámite ante este organismo 
interamericano. Se puede decir que,  es el Estado miembro más activo en cuestión 
de violación a los Derechos Humanos. Descripción que no es favorable en la imagen 
de un gobierno, el que ha realizado diversas reformas constitucionales en materia de 
estos derechos, así como la adopción de instrumentos que faciliten a los servidores 
públicos en la procuración de justicia. Como ejemplo, se presenta el siguiente grafico 
que muestra en los últimos 10 años la situación en general de casos en trámite así 





4.3 Reportes de los Censos Nacionales por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía  
En México, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, es el órgano encargado 
de realizar los censos. Además, permite recabar información en todas y cada una de 
las unidades de observación de la población objeto de estudio. En este sentido 
ofrecen la posibilidad de obtener información con una cobertura total y amplios 
niveles geográficos. 
4.3.1 Censo Nacional de Procuración de Justicia Federal (CNPJE) 2014 
El Censo Nacional de Procuración de Justicia Federal 2014, el cual tiene por objeto 
generar información estadística y geográfica de la Procuraduría General de la 
República. Con la finalidad de que ésta se vincule con el quehacer gubernamental 
dentro del proceso de diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las 
políticas públicas de alcance nacional en la materia de procuración de justicia. 
4.3.2 Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2015  
El CNPJE 2015 tiene como finalidad facilitar la correcta interpretación por parte de 
los usuarios de la información que se genera y así apoyar los procesos de 
implementación, monitoreo y evaluación de la procuración de justicia. Asimismo, este 
consenso se ha realizado en cuatro ocasiones, alcanzando la totalidad de las 
unidades de análisis y observación dentro de la población de estudio. 
Los gobiernos de los estados, a efecto de poder ejercer las funciones que les han 
sido encomendadas, se organizan a partir de unidades administrativas que tienen 
como propósito realizar las tareas pendientes como es el caso de la procuración de 






Con relación a lo anterior, se exponen el siguiente tabulador, donde el 53.6 por ciento 




42 por ciento de personas no la recibieron. En el caso del Estado de Guanajuato, no 





El censo exploro el proceso completo de la función de la procuración de justicia,  
tanto en el sistema penal tradicional, como en el nuevo sistema acusatorio-
adversarial y oral. En el caso que nos ocupa, se realizarón el conteo de las 
averiguaciones previas y carpetas de investigación en el año 2014, donde el 






Respecto a los servicios periciales, el CNPJE 2015 menciona que las procuradurías 
cuentan con instituciones o unidades administrativas con personal encargado de 
realizar estas funciones. De acuerdo con los datos del siguiente cuadro, establece un 
total de 7,148 peritos. 
 
En síntesis, la situación actual de la procuración de justicia se refleja tanto en el 
sistema interamericano como en el sistema mexicano. Donde se observa que, falta 
aún realizar acciones en la adopción de protocolos, instrumentos, manuales, entre 
otros,  de estándar internacional. Debido a que, es el área donde se registra el mayor 
número de violaciones a los derechos humanos. Como es el caso del Ministerio 





PRESENTACIÓN DE RESULTADOS Y RECOMENDACIONES DE LA 
INVESTIGACIÓN 
El presente capítulo se dividirá en dos partes, en la primera se abordará la 
presentación de resultados de los instrumentos investigación aplicados a tres 
sectores: el primero lugar está dirigido a los peritos, el segundo a Organizaciones No 
Gubernamentales como es el caso de la Comisión Mexicana de Defensa y 
Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), Comisión de Solidaridad y 
Defensa de los Derechos Humanos (COS Y DDHAC) y Organización Interamericana 
de Derechos Humanos A.C. Finalmente, se realizó una entrevista a servidor público 
de la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de 
Gobernación. 
En segunda parte, presentarán las recomendaciones, esto de acuerdo a lo 
establecido en el objetivo general de la investigación: La elaboración de un conjunto 
de recomendaciones jurídicas sobre la procuración de justicia en la violación de los 
Derechos Humanos en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, en trámite ante la 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos. 
5.1 Resultados del Estudio sobre la Procuración de Justicia en las Violaciones 
de los Derechos Humanos en los Casos en trámite ante la CIDH 
En relación con la aplicación de los instrumentos metodológicos en las tres muestras, 
se determinó que, la procuración de justicia en los casos en trámite ante la Comisión 
Interamericana de los Derechos Humanos, expone la deficiencia en las actuaciones 
de los elementos policiales, peritos y agentes del Ministerio Público. A continuación 
se analizará cada una de las áreas donde se realizó el estudio de la presente 
investigación. 
5.1.1 Cuestionario aplicado a Peritos  
Del instrumento metodológico aplicado a los agentes periciales (ver anexo 4), se 
obtuvo que la mayoría de las preguntas del cuestionario dictaminaron poco 




CIDH, así como la ausencia de una capacitación constante sobre su área en 
específico y la adopción de instrumentos internacionales en la práctica para el 
refuerzo de los conocimientos en la materia. Por consiguiente, se realizará un breve 
análisis general de las preguntas del sondeo. 
 
En este grafico se presenta el resultado de una pregunta de encuesta dirigido a 
peritos, la cual determina la importancia del tema de procuración de justicia en las 
capacitaciones. Como se observa, el 100% cree que en definitivamente si es 
necesario este rubro, por lo que demuestra deficiencia en cuanto al conocimiento en 
el proceso de investigación de delitos. 
Cabe mencionar que, en la etapa de investigación del delito, la función primordial del 
Ministerio Público y de sus auxiliares directos como son los peritos, es encontrar 
todas las evidencias que se convertirán en medios probatorios, los cuales nos 
permitirán, no sólo determinar si existe una conducta delictuosa y un probable 
responsable, sino también dar fundamento a todas las decisiones que se deben 
tomar durante el proceso. 
En relación al caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, es necesario la intervención del 
perito debido a que una de las víctimas presentaba indicios de tortura cuando estuvo 
detenido por policías estatales. Por ende, la presentación de su dictamen pericial es 
transcendental en la determinación de las violaciones a los derechos Humanos. 
100% 0%
0%
¿Considera que la procuración de justicia es 
necesaria para la capacitación del Perito en la 
investigación de los Delitos?





En este contexto, el 80% de los encuestados, indicó que la problemática de la 
procuración de justicia radica principalmente en errores estructurales y funcionales 
de la investigación de los delitos. De lo anterior, refiere en el insuficiente equipo, 
material y carencia de laboratorios e instalaciones para las investigaciones 
criminales. Asimismo, la mínima coordinación con las áreas de prevención del delito 
y ejecución penal, principalmente en los temas relacionados con investigación 
criminológica e investigación criminal en delitos cometidos en flagrancia. 
Esta situación, se han realizado diversas acciones y programas por los poderes 
Ejecutivo y Judicial para enfrentar con eficacia del problema estructural y funcional 
de la procuración y administración de justicia. Pese a ello, se siguen observando 
errores y fallas que contribuyen. 
En este sentido, en el caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón es evidente la ausencia de 
coordinación con el área de investigación criminológica, la cual las víctimas fueron 
detenidos por presuntamente robar una escalara, sin esclarecerse en la actualidad 









EL PROBLEMA DE LA PROCURACIÓN DE JUSTICIA 
RADICA EN ERRORES ESTRUCTURALES Y 








¿Conoce el Protocolo de Estambul?
Definitivamente si Si No Definitivamente no
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De acuerdo con la 
gráfica anterior, el 
79% de los peritos 
encuestados 
determinaron un 
“si” en cuestión de 
conocer de la 
existencia del 
Manual para la 
investigación y 
documentación 
eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, mejor 
conocido como el Protocolo de Estambul.  
En este mismo 
tenor en el grafico 
siguiente, indica 
un “si” en un 50% 
y en un “no” el otro 
50% en la 
aplicación de este 
protocolo, lo que 
determina que la 
aplicabilidad de este manual sigue siendo escaso. Por lo que es necesario 
implementar medidas para el uso obligatorio de este instrumento, debido que se ha 
realizado con el fin de contribuir en la protección de los individuos contra la tortura.  
Cabe señalar que, el Protocolo de Estambul es un conjunto de reglas donde 
documenta pruebas de torturas y malos tratos. De manera que se pueda exigir a las 
autoridades que proporcionen información de sus actos y permitan la realización de 






En esta grafica se muestra que el 90%  de los encuestados refieren que “si” conocen 
el sistema interamericano en la protección de los Derechos Humanos, un 10% 
aseguran un “definitivamente si” y el otro 10% indican un “no”. De lo anterior, refleja 
el avance en la  promoción de este sistema.  
El sistema interamericano se desarrolló en el marco de la Organización de los 
Estados Americanos, llevando una réplica regional del sistema universal y el europeo 
en la cuestión de generar mecanismos internacionales de protección de los derechos 





¿Conoce el Sistema Interamericano en la 









En relación de la admisibilidad de los casos ante la Comisión Interamericana refiere 
que un 80% asegura un “definitivamente si” en cuestión del agotamiento en los 
recursos internos. En el proceso de la investigación del caso, refiere que la víctima 
de delito podrá solicitar una petición de admisibilidad siempre y cuando termine con 
el procedimiento interno. La primera instancia internacional recurren es ante la CIDH 
donde analizara la situación y determinara una serie de recomendaciones al Estado 
en conflicto. 
En relación al caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón, las víctimas solicitaron su petición 
de admisibilidad ante la CIDH. Sin embargo, no habían agotado los recursos internos 
debido a que el caso se encontraba en el proceso estatal sin haberlo concluido en 
una instancia federal. Lo anterior, el Estado mexicano declaró inadmisible el caso por 
esa falta. Por lo que, el órgano interamericano determinó que en relación a las 
excepciones establecidas en la Carta de la OEA, acerca del retardo injustificado en la 
decisión de los órganos jurisdiccionales mexicanos respecto a los hechos 





¿Conoce la admisibilidad de los Casos ante la 
CIDH, cuando este haya interpuesto y agotado 








En cuestión a la 




el fin de proporcionar 
vías expeditas en la 
solución de los casos. 
En relación al graficó 
anterior, el 90% de los 
encuestados aseguran 
un “definitivamente sí”, por lo que, es necesario destacar e implementar estas  
acciones que propone.  
Cabe mencionar que, 
las recomendaciones 
emitidas por la CIDH 
influyen de manera 
transcendente en el 
mejoramiento del 
sistema penal 
mexicano, esto de 
acuerdo con la gráfica 
indican “definitivamente 
si” en  un 90% de los encuestados. Por lo cual, es importante la labor de este órgano 
en la procuración de justicia en los casos violatorios a los derechos humanos. 
De acuerdo con el caso en estudio, se encuentra actualmente en un acuerdo de 
solución amistosa. Por lo que, la Comisión Interamericana solo solicite el estado 
actual del proceso e insta al Estado mexicano a complir lo estipulado en el pacto. Sin 
embargo, desde la firma del documento en el año 2008 no se ha podido consumar en 
su totalidad, debido a que el punto de esclarecimiento de los hechos sigue sin 
realizarse ninguna acción. 
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¿Las recomendaciones de la CIDH 
aportan al mejoramiento del sistema 








5.1.2 Cuestionario aplicado a Organizaciones No Gubernamentales en materia 
de Derechos Humanos 
La presente muestra, fue aplicada al sector de las organizaciones no 
gubernamentales (en adelante ONG) (ver anexo 5), que son: la Comisión Mexicana 
de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, la Comisión de Solidaridad y 
Defensa de los Derechos Humanos y la Organización Interamericana de Derechos 
Humanos A.C. A continuación se mostrará una gráfica de los resultados obtenidos en 
el sondeo. 
 
1. ¿Comprende la función de 
un defensor de los derechos 
humanos?
2. ¿En qué medida considera 
usted que los mecanismos de 
defensa de los derechos 
humanos empleados por 
parte del Estado mexicano 
sean óptimos?
3. ¿Qué tan de acuerdo está 
usted que las 
recomendaciones de la 
Comisión Interamericana de 
los Derechos Humanos sean 
efectivas para la solución de 
los casos contra el Estado 
Mexicano?
4. ¿En qué medida piensa 
usted que el sistema de 
procuración de justicia en 
México necesita de un cambio 
estructural y funcional en la 
investigación del delito? 
5. ¿Considera que las 
aportaciones en la defensa de 
los derechos humanos 
ayudan a resolver la 






















Respecto a la encuesta aplicada a las Organizaciones No Gubernamentales, se 
obtuvo que las acciones implementadas en la defensa de los derechos humanos de 
las víctimas así como el cambio estructural y funcional en las investigaciones de 
delitos, se indican un 100% en “completamente” en las acciones que realizan  estas 
ONG y cambios en el sistema penal mexicano. 
Cabe destacar que, el papel desempeñado por las ONG en asegurar un mayor 
acceso a la justicia a víctimas de abusos a los derechos humanos, ha enriquecido en 
los trámites tanto de casos contenciosos como en el marco de la función consultiva 
de la CIDH. El trabajo realizado en el proceso ante el sistema interamericano ha 
realizado: 
 La identificación de la situación de los derechos humanos de las víctimas 
 En el seguimiento del caso ante el órgano interamericano, que pueda 
comprender la negociación de solución amistosa con los gobiernos. 
 La instancia de medidas cautelares en favor de las víctimas. 
 La solicitud a la CIDH de un informe final que recoja su pronunciamiento 
respecto de la responsabilidad del Estado y sus recomendaciones al mismo. 
 La promoción del envió del caso a la Corte y la participación en el proceso 
ante el órgano. 
La labor de las ONG ha sido un factor importante en los frecuentes casos similares al 
estudio de la presente investigación. Con el objetivo de promover el ajuste de la 
práctica y la legislación interna de los países de la región a las exigencias del 









5.1.3 Entrevista a un Servidor Público de la Unidad para la Defensa de los 
Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación 
Finalmente, el instrumento metodológico aplicado fue una entrevista al servidor 
público de la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de 
Gobernación (ver anexo 6). Donde se mostró una parte de las funciones que realiza 
como parte del Estado mexicano, en la procuración de justicia de los casos en 
trámite ante la CIDH. Cabe señalar que, el presente estudio del Caso 12.287 Cruz 
Ávila Mondragón se encuentra en un Acuerdo de solución amistosa. 
La conversación se enfocó principalmente en el seguimiento de casos en Acuerdos 
de solución amistosa, la cual expuso que, tiene como objetivo que el Estado 
concernido y las presuntas víctimas logren alcanzar un acuerdo, fuera de la vía 
contenciosa, y que permita la solución de la alegada violación de derechos humanos. 
Además, menciono los casos aproximados que tiene a su cargo y el estado de 
incumplimiento de los mismos, tal como se muestra en la siguiente gráfica: 
 











Respecto a las observaciones en la procuración de justicia en los casos en trámite 
ante la CIDH, expuso lo siguiente: 
 En la mayoría de los acuerdos de solución amistosa, existe un inciso que 
refiere al esclarecimiento de los hechos. Es aquí donde el acuerdo no se 
concluye, debido a que existe deficiencia en la procuración y administración 
de justicia. 
 La práctica de tortura y desaparición forzada en las investigaciones de algún 
delito. 
 Existe falta de compromiso por parte de autoridades estatales y municipales. 
En síntesis, el presente capítulo mostro tres ejes fundamentales entorno a la 
procuración de justicia de los casos en trámite ante la CIDH. Donde los peritos y 
servidores públicos aun presentan fallas en el sistema de investigación del delito así 
como en el seguimiento y protección de los derechos humanos de las víctimas. Por 
su parte, las organizaciones no gubernamentales, participan de manera activa en la 










Constancia en el 





5.2 Recomendaciones para la Procuración de Justicia en la Violación a los 
Derechos Humanos del Caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante 
la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos 
De acuerdo con el objetivo general de la investigación y el estudio realizado en las 
áreas que intervienen en el proceso de la procuración de justicia en México de los 
casos ante la CIDH, se realizarán las siguientes recomendaciones, en particular en el 
estudio del caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en el que presenta la práctica de 
tortura y desaparición forzada. 
PRIMERA. Hacia los elementos policiales y ministerio público, establecer un plan de 
acción en cooperación entre autoridades federales y estatales en las investigaciones 
graves de violaciones a los derechos humanos. Donde tendrán que adoptar criterios 
técnicos-profesionales, descartando en todo momento el ámbito político. 
SEGUNDA. Dirigida a las Organizaciones No Gubernamentales, las cuáles deben de 
realizar cambios estructurales para combatir sistemáticamente la violencia y la 
violación de los derechos fundamentales que sufren las víctimas en el proceso de 
investigación de algún delito. 
TERCERA. Dirigida a las procuradurías tanto la general como las estatales para 
reconocer públicamente el papel que desempeñan las ONG en la protección de los 
Derechos Humanos. 
CUARTA. Hacía los peritos, para asegurar que si existen actos de tortura que 
resultan documentados del examen médico independiente realizado de acuerdo con 
el Protocolo de Estambul, sean considerados en el juicio. 
QUINTA. De lo anterior, el Estado mexicano deberá crear un Instituto Nacional 
Autónomo para Servicios Forenses, donde tendría las siguientes funciones: 
 Prestar sus servicios a todas las partes, autoridades que intervienen en juicios 
federales y/o estatales, comisiones de derechos humanos y las 
organizaciones no gubernamentales. 




 Capacitar constantemente y de manera obligatoria a todos los peritos en 
función así como a los elementos policiales, con relación a los protocolos de 
actuación en servicios forenses bajo estándares internacionales. 
SEXTA. Hacia las procuradurías diseñar e implementar un proceso de búsqueda de 
personas desaparecidas. Planteando diversos supuestos de búsqueda tanto con vida 
como en muerte, así como desapariciones recientes y anteriores en el tiempo. 
SÉPTIMA. Hacia las autoridades en la impartición de justica deberán que, en los 
procedimientos de búsqueda, se permita el ingreso a cualquier entidad pública 
incluyendo a las instalaciones militares y policiales 
OCTAVA. Dirigida a la Secretaría de Seguridad Pública, Procuradurías y la 
Secretaría de Educación Pública, deberán establecer una Universidad Nacional 
Autónoma de Servicio Policial, con el fin de que los elementos policiales tengan un 
servicio profesional de carrera y estén capacitados en realizar sus funciones. 
Asimismo, esta universidad contará con profesores expertos en la materia, tanto 
nacionales como internacionales.  
NOVENA. Dirigido al Gobierno Federal y Estatal, respecto a la contratación de los 
elementos policiales, estos deberán de cumplir con los requisitos esenciales para la 
función pública. Asimismo, el gobierno se deberá comprometa a otorgarles mejores 














La procuración de justicia con relación a las violaciones de los derechos humanos del 
caso 12.287 Cruz Ávila Mondragón en trámite ante la CIDH se determinó que, el 
sistema procesal continúa siendo deficiente y omiso en la implementación de 
protocolos internacionales, sobretodo en la práctica de la tortura y desapariciones 
forzadas.  . 
1. La procuración de justicia en la violación de los Derechos Humanos ha sido 
instaurada después de los conflictos armados, donde se estableció el Sistema 
Universal de Derechos Humanos, en particular en el Sistema Interamericano. A 
todos ellos, se crean una serie de instrumentos que garantizan, protegen y 
promueven estos derechos, formando el corpus iuris internacional. 
2. El Nuevo Sistema Penal Acusatorio-Adversarial y  Oral en México, es un reto 
para todos los servidores públicos encargados de investigar, vigilar, proteger y 
defender los Derechos Humanos. Cabe resaltar que, la comunidad 
internacional, en particular el sistema interamericano, ha realizado una serie de 
recomendaciones con base a los informes de las relatorías en ejes temáticos de 
vulneración de estos derechos, como es la práctica de la tortura y desaparición 
forzada. 
3. La situación actual de la procuración de justicia se refleja tanto en el sistema 
interamericano como en el sistema mexicano. Donde se observa que, falta aún 
realizar acciones en la adopción de protocolos, instrumentos, manuales, entre 
otros,  de estándar internacional. Debido a que, es el área donde se registra el 
mayor número de violaciones a los derechos humanos. Como es el caso del 
Ministerio Público junto con sus órganos auxiliares (peritos y elementos 
policiales). 
4. De igual manera, para dar cumplimento al objetivo general de la presente 
investigación, se realizaron encuestas a peritos y a organizaciones no 
gubernamentales, así como una entrevista a un servidor público en el área de 
defensa de los derechos humanos de la Secretaría de Gobernación. Con el fin 




 La falta de conocimiento con relación a la procuración de justicia de 
casos en trámite ante la CIDH así como la ausencia de una capacitación 
constante sobre el peritaje y la adopción de instrumentos internacionales 
en la práctica para el refuerzo de los conocimientos en la materia.  
 La participación de las ONG son vitales en la defensa de los derechos de 
las víctimas, así como en la procuración de justicia en los casos en 
trámite ante organismos internacionales. De igual manera, observan la 
ineficiencia de los mecanismos implementados por el Estado mexicano. 
 Por su parte, el Estado atiende los procesos que están en trámite ante 
estos organismos, en su caso la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y procura trabajar en equipo con los distintos niveles de 
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Anexo 2: Conclusiones de la Jornada de Diálogo sobre la Efectividad de los 






























































































































Anexo 6: Formato de Entrevista para el Servidor Público de la Unidad para la 
Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación 
 
